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PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO 
DE LEY NUMERO 297 DE 2007 CAMARA
por la cual se establecen condiciones especiales 

en materia tributaria.
Bogotá, D. C., 14 de junio de 2007
Doctores
BERNARDO MIGUEL ELIAS VIDAL
LUIS FERNANDO ALMARIO ROJAS 
ELIZABETH MARTINEZ BARRERA
Mesa Directiva de la Comisión Tercera
Honorable Cámara de Representantes. 
Ciudad.
Cordial saludo:
En cumplimiento de la Ley 5ª de 1992, y por encargo que nos hi-

ciera la Mesa Directiva de la Comisión Tercera de la honorable Cáma-
ra de Representantes, rendimos ponencia para primer debate al Pro-
yecto de ley número 297 de 2007 Cámara, por la cual se establecen 
condiciones especiales en materia tributaria, razón por la cual nos 
permitimos presentar a consideración de la honorable Plenaria de la 
Comisión Tercera, el presente informe de ponencia favorable.

Antecedentes
El Proyecto de ley número 297 de 2007 Cámara, por la cual se es-

tablecen condiciones especiales en materia tributaria, fue presentado 
por los honorables Representantes Carlos Ramiro Chavarro Cuéllar, 
Simón Gaviria Muñoz, Angel Custodio Cabrera Báez y Wilson Alfon-
so Borja Díaz.

El articulado propuesto por los honorables Congresistas es:
PROYECTO DE LEY NUMERO …

mediante la cual se establecen condiciones especiales 
en materia tributaria.

Artículo 1°. Condiciones especiales para el pago de impuestos, 
tasas y contribuciones. A partir de la vigencia de la presente ley los 
sujetos pasivos, contribuyentes o responsables, de los impuestos, ta-
sas y contribuciones, administrados por las entidades con facultades 

para recaudar rentas o caudales públicos del nivel nacional o territo-
rial, que se encuentren en mora por obligaciones correspondientes a 
los períodos gravables 2005 y anteriores, tendrán derecho a solicitar 
las siguientes condiciones especiales de pago:

a) Reducción al 20% del valor de los intereses de mora causados 
hasta la fecha del pago en efectivo del total del principal de la obliga-
ción más los intereses y las sanciones actualizadas, por cada concepto 
y período.

Las obligaciones que hayan sido objeto de una facilidad de pago se 
podrán cancelar en las condiciones aquí establecidas, sin perjuicio de 
la aplicación de las normas vigentes al momento del otorgamiento de 
la respectiva facilidad, para las obligaciones que no sean canceladas;

b) Pago del 30% del total de la deuda por cada concepto y período, 
imputable proporcionalmente a impuesto, sanción e intereses, y facili-
dad de pago por el saldo de la obligación, con garantía y hasta por tres 

Los intereses de mora causados hasta la fecha de expedición de la 
resolución que otorgue la facilidad se liquidarán de conformidad con 
las disposiciones del Estatuto Tributario vigentes en la fecha de su 
causación.

Si la facilidad de pago se otorga hasta por el plazo de un año, los 
intereses de mora liquidados hasta la fecha de expedición de la reso-
lución que otorga la facilidad se reducirán al 50%. Si la facilidad de 
pago se otorga por más de un año y hasta por 2 años, los intereses de 
mora liquidados hasta la fecha de expedición de la resolución que 
otorga la facilidad se reducirán al 75%. 

La resolución que otorgue la facilidad para el pago, en los términos 
previstos en el presente literal, deberá proferirse dentro de los cinco 
(5) días siguientes a la fecha del pago del 30% del total de la obliga-
ción por el interesado. 

Artículo 2°. Vigencia de las condiciones especiales de pago. Las 
condiciones especiales de pago contempladas en el artículo primero 
de la presente ley tendrán una vigencia de seis (6) meses contados a 
partir de la fecha de su promulgación.

Artículo 3°. Intereses de mora sobre obligaciones a cargo de per-
sonas secuestradas. Los intereses de mora liquidados sobre obligacio-
nes tributarias, aduaneras y cambiarias a cargo de personas secuestra-
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das, que hayan surgido con anterioridad al secuestro, se suspenderán 
desde la fecha en la cual haya tenido lugar el secuestro, conforme a 
los elementos probatorios que obren dentro del proceso, hasta la fecha 
en la cual el secuestrado recupere su libertad. 

Las obligaciones que surjan durante el tiempo en el que la persona 
permanezca secuestrada solo generarán intereses de mora a partir de 
la fecha en la cual esta recupere su libertad.

El mismo tratamiento cobija a los familiares que dependan econó-
micamente del secuestrado y a las sociedades o empresas en las cuales 
este tenga interés, en proporción al porcentaje de su participación.

Artículo 4°. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de 
su promulgación. 

Carlos Ramiro Chavarro Cuéllar, Simón Gaviria Muñoz, Angel 
Custodio Cabrera Báez, Wilson Alfonso Borja Díaz, Representantes 
a la Cámara.

Se encuentra que la exposición de motivos se enmarca en los si-
guientes argumentos.

EXPOSICION DE MOTIVOS

de la administración tributaria, debe adelantarse con base en estra-
tegias que contribuyan al saneamiento de la cartera y que estimulen 
el recaudo. 

El saneamiento de la cartera de las entidades que administran re-
cursos públicos supone, en aplicación del principio constitucional de 

-
rio administrable que represente razonablemente los menores costos 
para el Estado, lo cual se logra mediante herramientas legales que, 

-
cho inventario. El incremento en los recaudos está asociado a la im-
plementación de medidas que estimulan el pronto pago, acelerando 
la obtención de los recursos públicos y permitiendo un uso oportuno 
de los mismos.

Por otra parte, desde el punto de vista de la situación de los con-

-
cieros, las medidas que adopte el Estado, en desarrollo de sus funcio-
nes de apoyo a las empresas y de generación de condiciones para la 
competitividad, se constituyen en un alivio en la coyuntura actual de 
los procesos de globalización de la economía.

En tal sentido, se introducen condiciones especiales para el pago 
de impuestos, tasas y contribuciones, encaminadas a lograr los obje-
tivos planteados, con un carácter transitorio.

Finalmente, se introduce una disposición que aclara el tratamien-
to de los intereses de mora en obligaciones tributarias, aduaneras y 
cambiarias a cargo de personas secuestradas, que no está expresa-
mente regulado en la Ley 986 de 2005, y se hace extensivo dicho tra-
tamiento a los familiares que dependan económicamente del secues-
trado y a las sociedades o empresas en las cuales este tenga interés, 
en proporción al porcentaje de su participación.

Lo anterior nos permite concluir que el Proyecto de ley número 
297 de 2007 Cámara, por la cual se establecen condiciones especia-
les en materia tributaria, se ajusta a los postulados constitucionales 
y legales de mayor jerarquía, siendo viable en consecuencia darle po-
nencia favorable al mismo.

Proposición
Por todo lo anteriormente expuesto, presentamos ponencia favo-

rable para aprobar en primer debate el Proyecto de ley número 297 
de 2007 Cámara, por la cual se establecen condiciones especiales en 
materia Tributaria

De los honorables Representantes,
Carlos Ramiro Chavarro Cuéllar, Simón Gaviria Muñoz, Angel 

Custodio Cabrera Báez, Wilson Alfonso Borja Díaz, Luis Fernando 
Almario Rojas, Representantes a la Cámara.

PROYECTO DE LEY NUMERO 297 DE 2007 CAMARA
mediante la cual se establecen condiciones especiales 

en materia tributaria.
Artículo 1°. Condiciones especiales para el pago de impuestos, 

tasas y contribuciones. A partir de la vigencia de la presente ley los 
sujetos pasivos, contribuyentes o responsables, de los impuestos, ta-
sas y contribuciones, administrados por las entidades con facultades 
para recaudar rentas o caudales públicos del nivel nacional o territo-
rial, que se encuentren en mora por obligaciones correspondientes a 
los períodos gravables 2005 y anteriores, tendrán derecho a solicitar 
las siguientes condiciones especiales de pago:

a) Reducción al 20% del valor de los intereses de mora causados 
hasta la fecha del pago en efectivo del total del principal de la obliga-
ción más los intereses y las sanciones actualizadas, por cada concepto 
y período.

Las obligaciones que hayan sido objeto de una facilidad de pago se 
podrán cancelar en las condiciones aquí establecidas, sin perjuicio de 
la aplicación de las normas vigentes al momento del otorgamiento de 
la respectiva facilidad, para las obligaciones que no sean canceladas;

b) Pago del 30% del total de la deuda por cada concepto y período, 
imputable proporcionalmente a impuesto, sanción e intereses, y facili-
dad de pago por el saldo de la obligación, con garantía y hasta por tres 

Los intereses de mora causados hasta la fecha de expedición de la 
resolución que otorgue la facilidad se liquidarán de conformidad con 
las disposiciones del Estatuto Tributario vigentes en la fecha de su 
causación.

Si la facilidad de pago se otorga hasta por el plazo de un año, los 
intereses de mora liquidados hasta la fecha de expedición de la reso-
lución que otorga la facilidad se reducirán al 50%. Si la facilidad de 
pago se otorga por más de un año y hasta por 2 años, los intereses de 
mora liquidados hasta la fecha de expedición de la resolución que 
otorga la facilidad se reducirán al 75%. 

La resolución que otorgue la facilidad para el pago, en los términos 
previstos en el presente literal, deberá proferirse dentro de los cinco 
(5) días siguientes a la fecha del pago del 30% del total de la obliga-
ción por el interesado. 

Artículo 2°. Vigencia de las condiciones especiales de pago. Las 
condiciones especiales de pago contempladas en el artículo primero 
de la presente ley tendrán una vigencia de seis (6) meses contados a 
partir de la fecha de su promulgación.

Artículo 3°. Intereses de mora sobre obligaciones a cargo de per-
sonas secuestradas. Los intereses de mora liquidados sobre obligacio-
nes tributarias, aduaneras y cambiarias a cargo de personas secuestra-
das, que hayan surgido con anterioridad al secuestro, se suspenderán 
desde la fecha en la cual haya tenido lugar el secuestro, conforme a 
los elementos probatorios que obren dentro del proceso, hasta la fecha 
en la cual el secuestrado recupere su libertad. 

Las obligaciones que surjan durante el tiempo en el que la persona 
permanezca secuestrada sólo generarán intereses de mora a partir de 
la fecha en la cual esta recupere su libertad.

El mismo tratamiento cobija a los familiares que dependan econó-
micamente del secuestrado y a las sociedades o empresas en las cuales 
este tenga interés, en proporción al porcentaje de su participación.

Artículo 4°. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de 
su promulgación.

Carlos Ramiro Chavarro Cuéllar, Simón Gaviria Muñoz, Angel 
Custodio Cabrera Báez, Wilson Alfonso Borja Díaz, Luis Fernando 
Almario Rojas, Representantes a la Cámara.
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INFORME DE COMISION DE CONCILIACION 
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 130 DE 2005 SENADO,

152 DE 2006 CAMARA
por la cual se dictan medidas relativas a la Protección Social 

de las Parejas del mismo sexo.
Bogotá, D. C., 15 de junio de 2007
Doctor
ALFREDO CUELLO BAUTE
Presidente Cámara de Representantes
Doctora
DILIAN FRANCISCA TORO TORRES
Presidenta honorable Senado de la República
Asunto: Informe de Comisión de Conciliación.
Proyecto de ley número 130 de 2005 Senado, 152 de 2006 Cá-

mara, por la cual se dictan medidas relativas a la Protección Social 
de las Parejas del mismo sexo.

-
ciliación, conforme a lo dispuesto en los artículos 161 de la Constitu-

-
vas Mesas Directivas del Senado y la Cámara de Representantes, en 
cumplimiento de la alta misión que nos fue encomendada procedimos 

-
da del texto para segundo debate al proyecto de ley arriba citado.

Los conciliadores llegamos a la sana conclusión que el texto apro-
bado en segundo debate de la honorable Cámara de Representantes le 
otorga las mejores garantías al presente proyecto de ley e igualmente 
presenta mejor redacción en términos de técnica jurídica.

Con base en las consideraciones señaladas, nosotros Venus Albeiro 
Silva Gómez, María Isabel Urrutia Ocoró, Representantes a la Cáma-
ra; Luis Carlos Avellaneda, Piedad Córdoba, Senadores de la Repú-
blica, en nuestra condición de conciliadores, nos allanamos al texto 
aprobado en segundo debate por la honorable Cámara de Represen-
tantes.

Finalmente los conciliadores, nos permitimos proponer: 
Que se imparta aprobación, en segundo debate en la honorable Cá-

mara de Representantes y el honorable Senado de la República, al 
Proyecto de ley número 130 de 2005 Senado, 152 de 2006 Cámara, 
por la cual se dictan medidas relativas a la protección social de las 
parejas del mismo sexo, con base en el articulado que se transcribe a 
continuación:

TEXTO ACORDADO, POR LA COMISION ACCIDENTAL 
DE CONCILIACION, PARA SEGUNDO DEBATE ANTE 
LA HONORABLE CAMARA DE REPRESENTANTES
Y EL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA, 

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 130 DE 2005 SENADO,
152 DE 2006 CAMARA 

por la cual se dictan medidas relativas a la protección social 
de las parejas

del mismo sexo.
Artículo 1º Las parejas del mismo sexo que cumplan con los requi-

sitos y condiciones previstas en la Ley 979 de 2005, podrán confor-
mar sociedades patrimoniales.

Las parejas conformadas por personas del mismo sexo podrán ac-
ceder a la Seguridad Social con los mismos requisitos y condiciones 
previstos en las disposiciones vigentes para los compañeros perma-
nentes y compañeras permanentes, incluidos los mecanismos de de-
mostración previstos en el artículo 2º de la Ley 979 de 2005.

En el caso del Sistema General de Seguridad Social en Salud, sin 
perjuicio de los hijos con derecho a ser inscritos en el Régimen Con-

tributivo de conformidad con la normatividad vigente, la protección 

pareja.
Parágrafo 1º. En caso de que el compañero o compañera cotizante 

del mismo sexo haya tenido anteriormente cónyuge o compañero(a) 
heterosexual reconocido(a) de acuerdo con las normas vigentes, sólo 
se tendrá en cuenta esta circunstancia para lo relacionado con los de-
rechos de Pensión de Sustitución o Sobrevivientes y se aplicará lo 
establecido en las leyes correspondientes.

Parágrafo 2º. El régimen de inhabilidades e incompatibilidades es-
tablecido en las normas vigentes regirá y se aplicará de igual forma 
para las parejas del mismo sexo.

Artículo 2º. La presente ley rige a partir de su fecha de promulga-
ción.

Atentamente,
COMISION ACCIDENTAL DE CONCILIACION

Venus Albeiro Silva Gómez, María Isabel Urrutia Ocoró, hono-
rables Representantes a la Cámara; Luis Carlos Avellaneda, Piedad 
Córdoba, honorables Senadores Congreso de la República.

* * *
INFORME DE CONCILIACION AL PROYECTO DE LEY 
NUMERO 237 DE 2005 CAMARA, 055 DE 2005 SENADO

por medio de la cual se expide el Código de Etica 
del Congresista.

Honorable Senadora
DILIAN FRANCISCA TORO TORRES
Presidenta del Senado de la República
Honorable Representante
ALFREDO APE CUELLO BAUTE
Presidente de la Cámara de Representantes
Ciudad.
Referencia: Informe de Conciliación al Proyecto de ley número 

237 de 2005 Cámara, 055 de 2005 Senado.
Los suscritos conciliadores nombrados por las Mesas Directivas 

del Senado de la República y de la Cámara de Representantes, de con-

de la Ley 5a de 1992, nos permitimos someter a consideración de las 
Plenarias del Senado de la República y la Cámara de Representantes 
el texto conciliado del proyecto de ley de la referencia, para efectos de 
lo cual decidimos acoger el texto aprobado por la honorable Cámara 
de Representantes en la Sesión Plenaria del quince (15) de junio de 

-
dujeron en la Cámara a pesar de ser sustanciales, no afectan el espíritu 
inicial del proyecto.

Cámara el 15 de junio de 2007:
TEXTO DEFINITIVO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 

237 DE 2005 CAMARA, 055 DE 2005 SENADO
por medio de la cual se expide el Código de Etica 

del Congresista.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
LIBRO I

PARTE GENERAL
T I T U L O I

GENERALIDADES
Artículo 1º. Finalidad

observancia de los derechos y deberes éticos y disciplinarios inheren-

I N F O R M E S   D E   C O N C I L I A C I O N
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tes al ejercicio de la función pública encomendada a los Congresistas, 
disponer el procedimiento para investigar las faltas ético-disciplina-
rias y adoptar las sanciones correspondientes, en procura de enaltecer 
el decoro, el honor y la dignidad de la Institución.

La actuación del legislador en desarrollo de la altísima misión que 
le corresponde, se ajustará a los preceptos éticos y disciplinarios con-
tenidos en la presente normatividad y estará revestida de una entrega 
honesta y leal en la que prevalecerá el bien común sobre cualquier 
interés particular.

Artículo 2º. Ambito de aplicación. Corresponde a las Comisiones 
de Etica y Estatuto del Congresista, la aplicación de la presente ley 
a Senadores y Representantes que en ejercicio de la gestión pública 
propia de su función, transgredan los preceptos éticos y disciplinarios 
previstos en este Código, sin perjuicio de las competencias atribuidas 
a la Rama Jurisdiccional del Poder Público. 

Conforme al artículo 59 del Reglamento Interno del Congreso 
(Ley 5ª de 1992), la acción atribuida por la presente ley a la Co-
misión de Etica de cada una de las Cámaras sobre las conductas 
ético-disciplinarias de los congresistas, se ejercerá de manera ex-
clusiva, independiente y autónoma.

Artículo 3º. Objeto. Adoptar las normas que regulen la conducta 
ética y disciplinaria de los Congresistas en ejercicio de sus funciones 
congresionales, de conformidad con la Constitución Política, el Re-
glamento Interno del Congreso (Ley 5ª de 1992) y la presente ley.

CAPITULO I
Principios orientadores

Artículo 4º. La aplicación de las normas contempladas en este Có-
digo se desarrollará con arreglo a los siguientes principios:

a) Principio de celeridad. Corresponde a las Comisiones de Etica 
-

mientos contenidos en esta normativa, suprimiendo trámites innece-

c) Principio de legalidad. El Congresista sólo será investigado 
y sancionado éticamente, por comportamientos que estén descritos 
como falta en el Código de Etica del Congresista vigente al momen-
to de su realización;

d) Principio de imparcialidad. En la actuación procesal que se ade-
lante contra el Congresista investigado se garantizará la objetividad e 
imparcialidad;

e) Debido proceso. El Congresista deberá ser investigado con ob-
servancia formal y material de las normas que determinen la ritua-
lidad del proceso en los términos establecidos en este Código;

f) Derecho de defensa y principio de contradicción. Durante la 
actuación ética, el Congresista investigado tiene derecho a ejercitar
su defensa por sí mismo o por intermedio de apoderado, así como 
conocer y controvertir las actuaciones y decisiones del proceso ético; 

g) Principio de presunción de inocencia. El Congresista a quien se 
atribuya la comisión de una falta contra la ética, se presume inocente 
mientras no se declare su responsabilidad;

h) Principio de proporcionalidad. La sanción que se imponga al Con-
gresista, debe corresponder a la gravedad de la falta ética cometida;

i) Principio de ejecutoriedad. El Congresista investigado, cuya 
situación se haya resuelto mediante decisión vinculante, no será 
sometido a nueva investigación y juzgamiento ético disciplinario 
por el mismo hecho, aun cuando a este se le dé una denominación 
distinta;

g) Aplicación de principios e integración normativa. En la apli-
cación del régimen ético disciplinario prevalecerán los principios 
rectores contenidos en esta ley y en la Constitución Política. En 

lo no previsto en esta ley se aplicará lo dispuesto en los Códigos 
Disciplinario Unico, Contencioso Administrativo, Penal, de Pro-
cedimiento Penal y de Procedimiento Civil, siempre que no con-
travengan la naturaleza del Código de Etica del Congresista.

T I T U L O   II
DEL REGIMEN ETICO

CAPITULO I
Derechos y deberes

Artículo 5º. Derechos del Congresista. Son derechos del Congre-
sista los consagrados en la Constitución Política, el Reglamento del 
Congreso y demás que determine la ley.

Artículo 6º. El Congresista es inviolable por las opiniones y votos 
emitidos en el ejercicio del cargo, tanto en sus funciones políticas 
como judiciales, las cuales serán proferidas con responsabilidad y 
conciencia crítica.

Artículo 7º. Deberes del Congresista. Además de los consagra-
dos en la Constitución Política y en el Reglamento Interno del 
Congreso, son deberes de los congresistas los siguientes:

a) Respetar y cumplir la Constitución, la ley, los tratados interna-
(Ley

5ª de 1992) y normas que lo desarrollen, así como los deberes estable-
cidos en este ordenamiento;

b) Respetar los derechos fundamentales, sociales, económicos, 
culturales, colectivos y del medio ambiente, en el ejercicio de sus 
funciones;

c) Manifestar su declaración de impedimento oportunamente cuan-
do exista la obligación de hacerlo, de conformidad con lo establecido 
en la Constitución Política y el Reglamento del Congreso de la 
República (Ley 5ª de 1992);

d) Atender con respeto la organización dispuesta por el Presidente, 
en desarrollo de las sesiones Plenarias y de Comisión;

e) Votar con responsabilidad los asuntos sometidos a su considera-
ción, en ejercicio de la labor legislativa;

f) Preservar y respetar la imagen y dignidad institucional del Con-
greso y de sus integrantes a través de los medios de comunicación; 
por consiguiente sus intervenciones serán claras, objetivas y veraces;

g) Cumplir todos los trámites administrativos ordenados por la ley 
y los reglamentos, respecto de los bienes que serán asignados para su 
uso, administración, tenencia, custodia, y para su oportuna devolu-
ción;

h) Dar la destinación y uso adecuados a los bienes cuya administra-
ción, tenencia o custodia se le haya asignado en razón o con ocasión 
de sus funciones;

i) Guardar para con sus colegas, servidores públicos, y las perso-
nas, el respeto que se merecen, actuando frente a ellos con la cortesía 
y seriedad que la categoría de su dignidad le exige, salvo lo que el 
ejercicio de la inviolabilidad parlamentaria le garantice;

j) Respetar la opinión de los Congresistas en el ejercicio de la fun-
ción legislativa, sin perjuicio de la inviolabilidad parlamentaria y el 
derecho a controvertir y denunciar;

k) Guardar la reserva de todos los asuntos, noticias e informes que 
-

rácter o que lleguen a su conocimiento con ocasión del servicio, salvo 
en los casos contemplados por disposiciones legales;

l) Hacer uso adecuado de las prerrogativas funcionales contempla-
das en la Constitución y la ley.

CAPITULO II
Conductas sancionables

Artículo 8º. A los Congresistas les está prohibido: 
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a) Proferir palabras, conceptos u opiniones que tiendan a perjudi-
car a otro Congresista en su integridad personal, moral o profesional, 

b) Ejecutar actos que afecten negativamente la imagen del Congre-
so o la dignidad de los Congresistas;

c) Usar expresiones degradantes, o agraviantes en el trato interpar-
lamentario, institucional o con el ciudadano;

d) Abandonar la labor que le ha sido encomendada en desarrollo 
de la función legislativa, salvo circunstancias de fuerza mayor o caso 
fortuito;

e) Ejecutar o ejercer actos que entorpezcan, retrasen o dilaten in-

f) Usar indebidamente el nombre, patrimonio o bienes de la Cor-
-

presentación del Congreso;
g) Asistir a las sesiones del Congreso en estado de embriaguez o 

bajo el efecto de estupefacientes que puedan alterar su lucidez inte-
lectual;

h) Inmiscuirse directamente o a través de terceros en los asuntos de 
competencia privativa de otras autoridades;

i) Aceptar toda dádiva que le sea ofrecida con el propósito de con-
seguir alguna ventaja o favorecimiento en el trámite o votación de un 
determinado proyecto de ley o acto legislativo;

j) Aprobar, impulsar o promover iniciativas que contengan dispo-
siciones que reproduzcan contenidos materiales de actos jurídicos de-
clarados inexequibles por razones de fondo en la Jurisdicción Cons-
titucional.

T I T U L O   III
PARTE ESPECIAL

CAPITULO I
Inobservancia de los deberes, prohibiciones, violación 

de intereses
Artículo 9º. La conducta o comportamiento ejecutado por el Con-

gresista, que conlleve el incumplimiento de los deberes, prohibicio-
nes, violación del régimen de incompatibilidades, inhabilidades y del 

decoro de su investidura. Por tanto da lugar a la acción ético-discipli-
naria e imposición de la sanción prevista en esta ley, sin detrimento 
de la competencia constitucional y legal atribuida al Consejo de 
Estado con respecto a la pérdida de investidura.

CAPITULO II
De las sanciones disciplinarias

Artículo 10.  Las faltas contra la ética 
en las que puede incurrir el Congresista son:

a) Gravísimas;
b) Graves;
c) Leves.
Parágrafo 1º. Constituye falta Gravísima el incumplimiento de los 

deberes consagrados en el literal a) del artículo 7º de este Código. 
Así mismo, la transgresión de las prohibiciones consagradas en los
literales i) y

Parágrafo 2º. Constituye falta grave el incumplimiento de los de-
beres consagrados en los literales b), e), f), h), i) y k) del artículo 7º, 
igualmente la transgresión de las prohibiciones consagradas en los 
literales e) y

Parágrafo 3º. Constituye falta leve el incumplimiento de los debe-
res consagrados en los literales d), g), j), y l) del artículo 7º, así como 

la transgresión de las prohibiciones consagradas en los literales a), b), 

leve, dará lugar para que sea sancionada como falta grave. Igualmen-

para que sea sancionada como falta gravísima.
Parágrafo 5º. Cuando se comprobare infracción al literal c) del ar-

tículo 7º, o cualquier otra conducta que se adecue a una causal 
de pérdida de investidura, se iniciará el trámite pertinente ante el 
Consejo de Estado.

Artículo 11. Clases de sanciones. Al Congresista que diere lugar 
a las faltas descritas en el artículo anterior, se le impondrá según el 
caso:

a) Amonestación escrita y privada ante la respectiva Comisión de 
Etica y Estatuto del Congresista, cuando la falta sea leve;

b) Amonestación escrita y pública ante la Plenaria de la respectiva 
Cámara legislativa, cuando la falta sea grave;

c) Multa, en caso de falta gravísima;
d) Solicitud de pérdida de investidura ante el Consejo de Estado, 

cuando de la acción ética se advierta la existencia de alguna de las 
causales que dan lugar a ella.

Artículo 12.
a) La amonestación escrita y privada ante la Comisión de Etica, 

implica un llamado de atención formal por escrito al Congresista in-
vestigado, que no será registrado en su hoja de vida;

b) La amonestación escrita y pública ante la respectiva Plenaria, 
implica un llamado de atención formal al Congresista investigado, 
que se deberá registrar en su hoja de vida y publicarse en la Gaceta
del Congreso;

c) La multa es una sanción de carácter pecuniario que se impondrá 
al Congresista investigado, cuyo valor no será inferior a cinco (5), ni 
superior a veinte (20) días del salario básico mensual devengado al 
momento de la ejecución de la falta. 

La multa deberá cancelarse en el término de 30 días, contados a 
partir de la ejecutoria de la decisión que la impuso, a órdenes de la 
Cámara respectiva. 

El valor de la multa, se destinará para proyectos y programas orien-
tados a la recuperación de valores éticos y lucha contra la corrupción, 
coordinados por las Comisiones de Etica de cada Cámara;

d) La solicitud de pérdida de investidura, sólo procederá por las 
causales establecidas en la Constitución Política y en las leyes que 
regulen la materia.

Parágrafo. En el evento de incumplir el deber señalado en el literal 
i) del artículo 7º y/o ejecutar las prohibiciones señaladas en los litera-

privada o públicamente, según el caso, utilizando los mismos medios 

contrario a la ética.
Artículo 13. La sanción impuesta al Congresista será registrada 

en un libro que se dispondrá para tales efectos en las Comisiones de 
Etica, se publicará en la Gaceta del Congreso según el caso y copia 
de la misma se archivará en la correspondiente hoja de vida del Con-
gresista afectado.

Artículo 14. Inhabilidad especial. El Congresista que fuere sancio-
nado por violación al Código de Etica por falta grave o gravísima,
quedará inhabilitado para pertenecer a la Comisión Legal de Etica y 
Estatuto del Congresista dentro de los cinco (5) años siguientes a la 
ejecutoria de la respectiva decisión.
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Artículo 15. Causales de exclusión o de cesación del procedimien-
to ético-disciplinario. No se iniciará el control ético o se suspenderá 
su trámite:

a) Cuando se establezca que el hecho no existió o no constituye 
violación al Código de Etica;

b) Cuando la Comisión de Etica o la respectiva Cámara ya se 
haya pronunciado sobre el mismo hecho y autor;

c) Por muerte del Congresista;

de esta normativa.
Parágrafo. En cualquiera de estos casos se ordenará el archivo de 

las diligencias o se remitirá a la autoridad competente.
LIBRO II

DEL PROCEDIMIENTO ETICO
T I T U L O   I
GARANTIAS
CAPITULO I

Disposiciones generales
Artículo 16. Garantías procesales. El Congresista que dé lugar 

al procedimiento ético, goza de la garantía al respeto y protección 
de sus derechos fundamentales, en particular del debido proceso y 
demás garantías procesales establecidas en la Constitución Política 
y la presente ley.

Las actuaciones que ejercen las Comisiones de Etica se adelanta-
rán con sujeción al procedimiento que se establece en este título.

Artículo 17. Reserva procesal. El proceso ético estará sometido a 
reserva hasta el pronunciamiento de fondo que adopte la Plenaria de 
la respectiva Cámara con fundamento en las conclusiones proferidas 
por la Comisión de Etica y Estatuto del Congresista correspondiente.

CAPITULO II
Impedimentos y recusaciones de los Congresistas 

que conforman la Comisión de Etica
Artículo 18. Impedimentos y recusaciones. El Congresista miem-

bro de la Comisión de Etica que advierta la existencia de alguna cau-
sal de recusación en su contra, deberá declararse impedido expresando 
los hechos y pruebas en que se fundamenta. Si el impedimento fuere 
aceptado por la Comisión, se ordenará nuevo reparto. De ser negado, 
continuará la instrucción y ponencia asignada.

Si el investigado considera que uno de los miembros de la Co-
misión está incurso en causal de impedimento, podrá recusarlo por 
escrito ante la misma, presentando las pruebas pertinentes. Si la Co-
misión acepta la recusación se surtirá el trámite indicado en el inciso 
anterior.

Parágrafo. Cuando se presentare número plural de impedimentos o 
recusaciones que afecten el quórum decisorio de la Comisión, la Mesa 
Directiva de esta, suspenderá la discusión y trámite del asunto puesto 
en consideración, procediendo en forma inmediata a solicitar a la Pre-
sidencia de la Cámara respectiva la designación de Congresistas ad 
hoc, quienes adoptarán la decisión respectiva en sesión de Comisión. 
Los designados harán parte de las Bancadas a las que pertenezcan los 

Artículo 19. Causales de impedimento y recusación para los 
miembros de las Comisiones de Etica. Son causales de impedimento 
y recusación, las siguientes:

a) Cuando el Congresista tenga interés en la averiguación de con-
trol ético porque le afecte de alguna manera en forma directa, a su 
cónyuge o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de consan-

o a sus socios de hecho 
o de derecho; 

b) Haber tenido parte en los hechos sobre los cuales versa la 
queja;

c) Cuando exista grave enemistad o vínculos estrechos de amistad 
con el Congresista sobre quien se ejerce el control ético;

d) Haber formulado la queja;
e) Cuando se ejerce el control ético sobre su propia conducta.

CAPITULO III

Artículo 20. -
dencias expedidas en desarrollo del procedimiento ético pueden ser: 
Personal o por edicto.

la Comisión de Etica.
Artículo 21.

dentro de los cinco (5) días siguientes a su expedición las siguientes 
providencias: El auto de apertura de indagación preliminar, el auto 
de apertura de investigación ética, el auto que decreta y resuelve la 
solicitud de pruebas en la etapa de investigación ética y la decisión de 
fondo adoptada por la Plenaria.

Una vez producida la decisión se citará inmediatamente al Congre-

en su hoja de vida o la que aparezca en el proceso. Se dejará constan-
cia secretarial sobre el envío de la citación.

Artículo 22.  Si en el término previsto para 

el artículo anterior, esta no fuere posible, se hará por edicto que per-
-

taría General de la Comisión de Etica respectiva.
Artículo 23. Comunicaciones. Se debe comunicar al quejoso la 

decisión de archivo. Se entenderá cumplida la comunicación cuando 
hayan transcurrido cinco (5) días después de la fecha de su entrega en 

Artículo 24. Términos. Para efectos del procedimiento ético pre-
visto en este Código los términos serán de días, meses y años.

En los términos de días no se tomarán en cuenta aquellos en que 
por cualquier circunstancia se encuentre cerrado el despacho de la 
Comisión.

Los términos de meses y de años se contarán conforme al calen-
dario.

Parágrafo. Suspensión de términos. Los términos establecidos en 
el presente ordenamiento serán suspendidos durante los recesos de 
labores del Congreso de la República establecidos en la Constitución 
Política y el Reglamento del Congreso (Ley 5ª de 1992).

Artículo 25. Ejecutoria de las decisiones. Las providencias profe-
ridas en el proceso ético previsto en este Código, quedan ejecutoria-

Artículo 26. Prescripción. La acción de control ético prescribe en 
un término de cinco (5) años, contados para las faltas instantáneas 
desde el día de su consumación y para las de carácter permanente 
o continuado desde la realización del último acto.

La sanción ética prescribe en un término de cinco (5) años, conta-
dos a partir de la ejecutoria de la respectiva decisión.

CAPITULO IV
Pruebas

Artículo 27. Medios de prueba. Son medios de prueba la confe-
sión, el testimonio, la peritación, la inspección o visita especial, los 
documentos, y cualquier otro medio que sea útil para el esclarecimien-
to del hecho investigado. El Instructor ponente practicará las pruebas 
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previstas en este Código, según las disposiciones establecidas en el 
Código de Procedimiento Civil y demás normas concordantes.

Los indicios se tendrán en cuenta al momento de apreciar las prue-
bas atendiendo las normas de la sana crítica.

Las pruebas practicadas válidamente en actuación judicial o ad-
ministrativa podrán trasladarse a la actuación ética mediante copias 
autorizadas por el respectivo funcionario.

Artículo 28. Auxiliares en la investigación. El Instructor Ponen-
te, en el ejercicio de su función podrá solicitar la cooperación de los 
miembros de la Policía Judicial, del cuerpo Técnico de Investigación
de la Fiscalía General de la Nación y de las demás autoridades que 
ejerzan funciones de esa índole. 

También podrá comisionar a Magistrados de las Salas Penales 
de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, a los Jueces, a los 
Procuradores Delegados o Provinciales, para la práctica de pruebas, 
cuando lo estime conveniente, así como a los Investigadores de la 
Fiscalía General de la Nación.

CAPITULO V
Nulidades

Artículo 29. Nulidades. Son causales de nulidad:
a) La violación del derecho de defensa del investigado;
b) La existencia de irregularidades sustanciales que afecten el de-

bido proceso;
c) Omitir los términos u oportunidades para pedir o practicar prue-

bas o para formular alegatos de conclusión;

este Código. 
Esta nulidad será subsanada cuando la persona a la cual deba 

cualquier otro medio, siempre que la misma se efectúe y produzca 
efectos.

Las demás irregularidades del proceso ético se tendrán por subsa-
nadas si no se alegan oportunamente.

En cualquier estado de la actuación ética, cuando el instructor po-
nente advierta la existencia de alguna de las causales previstas, decla-
rará la nulidad de lo actuado.

Parágrafo 1º. Requisitos de la solicitud de nulidad. La nulidad po-
drá alegarse antes de la radicación del proyecto de ponencia que trata 
el artículo 42 de este Código, en la Secretaría de la Comisión de Etica. 
Esta deberá indicar en forma concreta la causal o causales respectivas 
y expresar los fundamentos de hecho y de derecho que la sustenten.

El instructor ponente resolverá la solicitud de nulidad, a más tardar 
dentro de los cinco días siguientes a la fecha de su recibo.

Parágrafo 2º. Efectos de la declaratoria de nulidad. La declaratoria 
de nulidad afectará la actuación surtida desde el momento en que se 
origine la causal. Declarada esta, el instructor ponente ordenará reha-
cer la actuación; las pruebas allegadas y practicadas legalmente serán 
válidas.

CAPITULO VI
Recursos

Artículo 30. Recurso de reposición. El recurso de reposición pro-
-

mo procede contra las decisiones de la Plenaria en desarrollo del pro-
cedimiento ético.

El recurso deberá interponerse con expresión de las razones que lo 
-

cación de la decisión. Será resuelto por el Instructor ponente dentro de 
los cinco (5) días siguientes; por la Plenaria dentro de los veinte (20) 
días siguientes a su presentación. 

La providencia que resuelve la reposición no tiene recurso algu-
no.

Artículo 31. Recurso de apelación. El recurso de apelación ante la 
Comisión de Etica respectiva, procederá contra los autos que nieguen 
parcial o totalmente la práctica de pruebas solicitadas oportunamente 
y contra el que rechaza de plano o resuelve desfavorablemente las 
nulidades solicitadas.

Este recurso podrá ser subsidiario al de reposición y será interpues-
to ante el instructor ponente dentro de los tres (3) días siguientes a la 

suspensivo. La Comisión lo resolverá dentro de los veinte (20) días 
siguientes.

T I T U L O   II
DE LA ACTUACION

CAPITULO I
Iniciación de la actuación

Artículo 32. Iniciación de la actuación. La Comisión de Etica y 
Estatuto del Congresista iniciará la acción de control ético en los si-
guientes casos:

-
bilidad y que involucren a un Congresista;

b) Por solicitud de la Mesa Directiva de la respectiva Cámara;
c) Por iniciativa de algún miembro de la Comisión;
d) Por queja formulada por cualquier ciudadano, y
e) Por información procedente de autoridad competente.
Parágrafo 1º. Las quejas que se formulen ante la Comisión de Etica 

y Estatuto del Congresista, deberán tener signatario conocido, quien 
indicará su domicilio y aportará las pruebas que relacione en la queja 
o el lugar donde puedan ser solicitadas. 

Los miembros de la Comisión, si así lo solicita el quejoso, manten-
drán reserva sobre su identidad.

La queja se presentará por escrito bajo la gravedad del juramento, 
que se entiende prestado con la presentación personal, ante la Secre-
taría General de la respectiva Comisión, en la que constará día y hora 
de recibo.

El quejoso no se considerará sujeto procesal en las diligencias de 
-

ción o ampliación de la queja si se estima conveniente. Sin embargo, 
podrá interponer recurso de reposición contra la decisión de archivo.

Parágrafo 2º. Se rechazarán de plano los anónimos, salvo en los 
eventos que den cumplimiento a los requisitos mínimos consagrados 
en la ley.

Artículo 33. Reparto. Radicada la queja, el Presidente de la Comi-

por estricto orden alfabético entre los miembros que la integran. 
El Congresista a quien corresponda la queja se denominará ins-

tructor ponente. A él corresponde dictar los autos de sustanciación o 
trámite, presentar y sustentar el proyecto de ponencia que decide el 
fondo del proceso ético.

Cuando el instructor ponente sea reemplazado en el ejercicio con-
gresional, el expediente que tenía a su cargo continuará en el estado 
que se encuentre por quien entre a sustituirlo.

CAPITULO II
Indagación preliminar

Artículo 34. Indagación preliminar. La indagación preliminar 

Congresista, y si es contraria a los preceptos éticos previstos en este 
Código.



La indagación preliminar tendrá un término de duración máxima 
de cuatro (4) meses y culminará con la decisión de archivo o con auto 
de apertura de investigación ética.

El auto que decreta la apertura de indagación preliminar, ordenará 

registrada en la hoja de vida del Congresista contra quien se dirige la 
queja.

El Congresista investigado podrá pronunciarse por escrito sobre 
los hechos y/o solicitar y aportar las pruebas que considere pertinen-

Artículo 35. Pruebas. Vencido el término previsto en el último in-
ciso del artículo anterior, el instructor ponente dentro de los cuarenta 
y cinco (45) días siguientes decretará y practicará las pruebas solicita-

Artículo 36. Agotada la etapa probatoria, dentro del término pre-
visto en el inciso 2º del artículo 34 de esta normativa, el instructor po-
nente presentará ante la Comisión el proyecto de ponencia de archivo 
o de apertura de investigación ética para su discusión y aprobación.

CAPITULO III
Investigación ética

Artículo 37. Investigación ética. El Instructor Ponente tendrá un 
término de cuatro (4) meses, prorrogable por dos (2) meses más me-
diante auto motivado, para adelantar la investigación ética. Esta ten-

-
cede la sanción o el archivo del proceso. 

El auto que decreta la apertura de investigación ética se motivará 
-

cará personalmente al Congresista investigado.
El Congresista tendrá un término de diez (10) días a partir del día 

-
fensa, término durante el cual podrá solicitar y aportar las pruebas que 
considere pertinentes y conducentes y controvertir las obrantes. 

Parágrafo. Si el Congresista no ejerciere su derecho de defensa en 
el término previsto en el inciso anterior, se dejará constancia en este 
sentido y de inmediato se le designará apoderado de lista de abogados 
inscritos para litigar ante las altas Cortes, para que lo represente en 
dicho trámite.

Artículo 38. Pruebas. Vencido el término para que el Congresista 
investigado ejerza su derecho de defensa, el instructor ponente decre-

pertinentes y conducentes, además ordenará la diligencia de descar-
gos. El término para la práctica de pruebas será máximo de cuarenta 
y cinco (45) días.

Artículo 39. Agotada la etapa probatoria, el instructor ponente or-
denará correr traslado al Congresista investigado, por el término de 

este término el proceso permanecerá a disposición en la Secretaría 
General de la Comisión de Etica.

Artículo 40. . Descorrido el traslado 
para alegar de conclusión, el Instructor ponente dispondrá de quince 
(15) días para radicar en la Secretaría General de la Comisión de Etica 
el proyecto de ponencia con el cual la Comisión da por terminada la 
etapa de averiguación ética y adopta las conclusiones que comunicará 
a la Plenaria de la respectiva Cámara. 

Parágrafo. El proyecto de ponencia contendrá:
a) Relación sucinta de los hechos;
b) Evaluación de las pruebas;

c) Relación de las normas violadas con las respectivas considera-

del proceso;
d) Conclusiones y solicitud a la Plenaria de la aplicación de las 

sanciones previstas en este Código.
Artículo 41. Estudio del proyecto de ponencia. Radicado el pro-

yecto de ponencia, la Mesa Directiva de la Comisión convocará a 
sus integrantes dentro de los quince (15) días siguientes, para que se 
proceda al estudio correspondiente. La Comisión reunida con quórum 
decisorio, podrá adoptar o rechazar las conclusiones formuladas por 
el instructor ponente. En caso de que el rechazo obedezca a falta de 
ilustración o requiera aclaraciones, se devolverá el proceso al instruc-
tor ponente para que dentro de los veinte (20) días siguientes proceda 
a rendir ponencia resolviendo las observaciones.

Parágrafo. Si el instructor ponente considera que es procedente el 
archivo de las diligencias, presentará informe motivado ante la Comi-
sión para que esta decida si las archiva o se continúa con el trámite. 
De la decisión de archivo se enviará comunicación al Congresista.

Artículo 42. Traslado a la Plenaria. Si la Comisión concluye la 
-

sión, la Mesa Directiva de la Comisión de Etica dará traslado de las 

Plenaria de la Cámara correspondiente.
Artículo 43. Trámite en la Plenaria. En la siguiente sesión al reci-

bo de las conclusiones aprobadas por la Comisión de Etica, la Plenaria 
de la Cámara respectiva avocará el conocimiento de las mismas. Para

por la Comisión de Etica, e igualmente se concederá al Congresis-
ta investigado la posibilidad de contradecir el respectivo informe.
Luego del debate si a ello hubiere lugar, se adoptarán las decisiones 
que autorizan la Constitución Política, el Reglamento del Congreso 
(Ley 5ª de 1992) y el presente Código.

Si la Plenaria considera necesaria mayor ilustración, concederá el 
uso de la palabra al instructor ponente y al congresista investigado
para que expongan las aclaraciones a que haya lugar. Si persistieren 
las dudas se devolverán las diligencias a la Comisión de Etica para 
que en un término máximo de quince (15) días revise y aclare las ob-
jeciones de la Plenaria.

Artículo 44. Ejecución de la sanción ética. Corresponde a las Me-
sas Directivas de la Corporación respectiva, en forma inmediata hacer 
efectiva la aplicación de la sanción ética adoptada por la Plenaria. 

-
sista inculpado, por la Secretaría General de la Corporación, conforme 
al procedimiento previsto en este Código. De este diligenciamiento se 
enviará copia a la Comisión de Etica.

Artículo 45. Informe a la autoridad competente. Cuando en el ejer-
cicio del control ético se advierta que el hecho puede constituir una 
posible infracción cuya competencia corresponda a la Rama Jurisdic-
cional, la Mesa Directiva de la Cámara informará de inmediato a 
la autoridad competente.

CAPITULO IV
Procedimientos especiales

Artículo 46. La Comisión de Etica y Estatuto del Congresista para 
el conocimiento de las violaciones al régimen de inhabilidades e in-
compatibilidades de los Congresistas, aplicará el procedimiento pre-
visto en los artículos 16 y siguientes de este Código, sin perjuicio de 
la competencia atribuida a los organismos jurisdiccionales.

Artículo 47. Impedimentos. De conformidad con la Constitu-
ción Política, el Reglamento del Congreso (Ley 5ª de 1992) y las 
leyes concordantes, los Congresistas pondrán en conocimiento del 
Presidente de la Cámara o Comisión a la que pertenezcan, por 
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consideren impedidos para conocer y participar en la discusión 
y aprobación de determinado proyecto o actuación, así como las 
razones o motivos que las fundamentan.

Una vez recibida dicha comunicación, el Presidente someterá 
de inmediato a consideración de la Cámara o de la Comisión co-
rrespondiente el impedimento presentado, para que sea resuelto 
por mayoría simple.

Los congresistas que formulen solicitud de declaratoria de im-
pedimento no podrán participar en la votación en la que se resuel-
va su propio impedimento. Si sus impedimentos resultan aproba-
dos, tampoco podrán participar en la votación de impedimentos 
presentados por otros congresistas.

De no ser aceptada la declaratoria de impedimento solicitada 
por el Congresista o Congresistas, por parte de la respectiva ple-
naria, este quedará habilitado formalmente para participar del 
debate y votar el referido proyecto.

Parágrafo 1º. El trámite del proyecto o actuación correspon-
diente se suspenderá desde que se presenta el impedimento hasta 
cuando haya sido resuelto.

Parágrafo 2º. Cuando se trate de actuaciones en Congreso en 
Pleno o Comisiones Conjuntas, cada impedimento será resuelto 
por ambas corporaciones o comisiones. En estos casos, las vota-
ciones se realizarán por separado y guardando continuidad inme-
diata.

-
ses solamente cuando su participación en el debate y votación 

o para sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, 

hecho, siempre y cuando su actividad volitiva esté encaminada 
justamente a producir tal efecto.

Artículo 48. Recusaciones. Toda recusación que se presente en 
las comisiones o en las cámaras, deberá remitirse de inmediato a 
la Comisión de Etica y Estatuto del Congresista.

Una vez recibida la recusación, el Presidente de la Comisión de 
Etica y Estatuto del Congresista, efectuará su reparto en forma in-
mediata, asignando instructor ponente por estricto orden alfabético 
entre los miembros que la integran.

El recusante deberá aportar elementos probatorios documen-
tales mínimos que soporten la recusación que presenta. El Ins-
tructor ponente o la Comisión, además de las pruebas que sopor-
tan la recusación, podrá ordenar las que considere pertinentes.

Para resolver sobre una recusación, las pruebas deberán apre-
ciarse conjuntamente, de acuerdo con las reglas de la sana crítica.

La Comisión de Etica y Estatuto del Congresista de la respec-
tiva Corporación, adoptará la conclusión a que haya lugar, pro-

-
visto en el Reglamento del Congreso (Ley 5ª de 1992). 

Parágrafo 1º. La recusación procederá siempre y cuando, el 
congresista recusado haya omitido solicitar que se le acepte o se 

pudiere estar incurso.

y prosperar la recusación, la Mesa Directiva de la Comisión de 
Etica y Estatuto del Congresista deberá informar de inmediato 
a la Mesa Directiva de la Corporación correspondiente para que 
adopte las medidas a que hubiere lugar.

Artículo 49. A solicitud de parte interesada o de las mesas di-
rectivas, las solicitudes de recusación que se eleven de manera te-
meraria, deberán ser investigadas por la comisión de ética de la 
respectiva Cámara a la que se pertenezca, según el caso, confor-

cuando el recusante sea congresista. Si el recusante es persona 
natural, jurídica o servidor público, se compulsarán copias a las 
autoridades competentes a que haya lugar para la investigación 
que proceda.

CAPITULO V
De las Secretarías Generales de las Comisiones de Etica 

y de los servidores públicos que en ella prestan sus servicios
Artículo 50. Para la aplicación del procedimiento ético establecido 

en el presente ordenamiento, corresponde a las Secretarías Generales 
de las Comisiones de Etica y Estatuto del Congresista:

a) Prestar asesoría jurídica y técnica al instructor ponente;
b) Llevar en debida forma los libros radicadores, el de registro de 

sanciones y demás que se dispongan;
c) Coordinar con el personal de planta adscrito a la Comisión el 

debido manejo, cuidado, guarda y archivo de los expedientes y docu-
mentos obrantes en la Comisión relacionados con el control ético;

d) Realizar o autorizar al personal de planta de la Comisión la rea-

e) Asistir al instructor ponente en la práctica de pruebas y diligen-
cias a su cargo; realizar las ordenadas en el desarrollo del proceso 
ético;

f) Expedir, a costa del interesado, las copias autorizadas por el ins-
tructor ponente o la Comisión, dejando constancia de la obligación de 
mantener la debida reserva cuando hubiere lugar;

g) Las demás que se asignen relacionadas con el ejercicio de la 
acción de control ético.

Parágrafo. Los servidores públicos de la planta de personal de las 
Comisiones de Etica y Estatuto del Congresista, prestarán apoyo al 
instructor ponente y a la Secretaría General de la Comisión, según las 
instrucciones impartidas por esta, que permitan el cumplimiento de 
las funciones de la Comisión.

LIBRO III
T I T U L O   I

DE LAS DISPOSICIONES INHERENTES AL FORTALECIMIENTO,
PRESERVACIÓN Y ENALTECIMIENTO DE LA ACTIVIDAD

ETICA PROPIA DEL EJERCICIO CONGRESIONAL
Artículo 51. Para fortalecer los principios éticos y deberes con-

sagrados en esta normativa, las Comisiones de Etica y Estatuto del 
Congresista promoverán, establecerán y aplicarán:

a) Foros académicos, audiencias públicas o privadas con invitación 
o citación, a funcionarios del orden nacional, territorial o personas 
cuya gestión esté orientada a la lucha contra la corrupción y promo-
ción de valores éticos en el servicio público;

contenido y aplicación;
c) Medios de difusión de los temas éticos;
d) Planes para la aplicación de esta norma en su aspecto preventivo;
e) Brindar apoyo a las distintas instituciones del Estado o a los 

particulares en la planeación, ejecución y difusión de actividades re-
lacionadas con la ética parlamentaria, así como en la realización de 
actividades académicas, en cooperación con otras entidades que desa-
rrollen temas relacionados con la ética pública.

CAPITULO I
Capacitaciones

Artículo 52. Capacitaciones. Las Comisiones de Etica y Estatuto 
del Congresista, al inicio de cada legislatura, programarán un crono-
grama de actividades de capacitación, difusión y aplicación de temas 
relacionados con la ética política y lucha contra la corrupción, dirigi-
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da a los honorables Congresistas y servidores públicos o particulares, 

podrá promover cursos o seminarios, efectuar convenios académicos 
y participativos, con instituciones públicas o privadas.

Al inicio de cada período constitucional, las Comisiones de Etica, 
en coordinación con las Mesas Directivas de cada Cámara, realizarán 
capacitación sobre el contenido e importancia de este Código.

Artículo 53. Divulgación de actos realizados en materia ética. Las 
Comisiones de Etica establecerán mecanismos de difusión periódica 
de sus actividades. Para el efecto podrá disponer de los medios ciber-
néticos, impresos o publicitarios del Congreso de la República.

T I T U L O   II
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 54. Las Comisiones de Etica deberán reproducir el pre-
sente Código y entregar, a cada Congresista en ejercicio, un ejemplar 
del mismo.

Igualmente, al inicio de cada período constitucional, deberá entre-
garse a cada nuevo Congresista un ejemplar de esta ley.

Artículo 55. El presente Código rige a partir de la fecha de su pu-
blicación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

De esta manera quedan dirimidas las diferencias existentes entre 
los textos aprobados por cada una de las Corporaciones, por lo que se 
puede continuar con el trámite correspondiente.

Atentamente,
Jorge Hernando Pedraza G., Héctor Helí Rojas Jiménez, Sena-

dores de la República; Zamir Silva Amín, Jorge Julián Silva Meche, 
Representantes a la Cámara.

* * *
ACTA DE CONCILIACION AL PROYECTO 
DE LEY NUMERO 254 DE 2005 CAMARA, 

110 DE 2006 SENADO
por la cual se adiciona un parágrafo 2º al artículo 2º de la Ley 1023 

de 2006 y se dictan otras disposiciones.
Fecha: 15 de junio de 2007
Doctores
MESA DIRECTIVA
Honorable Senado de la República
Doctor
ALFREDO CUELLO BAUTE
Presidente de la honorable Cámara de Representantes
Ciudad.
Referencia: Informe de Conciliación al Proyecto de ley número 

254 de 2005 Cámara, 110 de 2006 Senado, por la cual se adiciona un 
parágrafo 2º al artículo 2º de la Ley 1023 de 2006 y se dictan otras 
disposiciones.

En cumplimiento de la designación de Conciliadores de Senado 
y Cámara, se revisaron y se discutieron los textos aprobados en cada 
Cámara, artículo por artículo de la siguiente manera:

Artículo 1°. Se toma la redacción de Senado
Artículo 2° Se toma el texto de Senado del primer y segundo pá-

rrafo. El tercer párrafo se toma del texto de Cámara y se adiciona la 
frase “la presente”. El parágrafo 3° de Cámara se elimina; quedando 
el artículo 2° de la siguiente manera:

Artículo 2°. Acceso al Fondo de Solidaridad Pensional. De con-
formidad con lo previsto por la Ley 797 de 2003, el Fondo de Solida-
ridad Pensional subsidiará los aportes al Régimen General de Pensio-

nes de las Madres Comunitarias, cualquiera sea su edad y tiempo de 
servicio como tales.

El Gobierno Nacional garantizará la priorización al acceso de las 
Madres Comunitarias al subsidio de la Subcuenta de Subsistencia de 
que trata la Ley 797 de 2003, cuando no cumplan con los requisitos 
para acceder al Fondo de Solidaridad Pensional - Subcuenta de So-
lidaridad, o cuando habiendo cumplido la edad en los términos de 
la ley no alcancen a completar el requisito de semanas de cotización 
exigido.

Parágrafo 1º. 
los subsidios de la subcuenta de Solidaridad, deben acreditar la cali-
dad de Madres Comunitarias que ostenta, por parte del Instituto Co-
lombiano de Bienestar Familiar, o quien haga sus veces.

Parágrafo 2º. Las madres sustitutas, los agentes educativos FAMI
(Familia, Mujer e Infancia), tendrán acceso al Fondo de Solidaridad 
Pensional, previo cumplimiento de los requisitos exigidos por la pre-
sente ley.

Artículo 3°. Se toma la redacción de Senado 
Artículo 4° Se adiciona como artículo 4° el artículo nuevo aproba-

do en Senado con la siguiente redacción:
Artículo 4°.

se incrementará al 70% del salario mínimo legal mensual vigente a 
-

mentos que se realicen.
Artículo 5°. Se toma la redacción de Senado.
Los suscritos,
Dilian Francisca Toro Torres, Senadora, Angel Custodio Cabrera 

Báez, Representante.
TEXTO CONCILIADO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 

254 DE 2005 CAMARA, 110 DE 2006 SENADO
El Congreso de Colombia

DECRETA:
TITULO

por la cual se adiciona un parágrafo 2º al artículo 2º de la Ley 1023 
de 2006 y se dictan otras disposiciones.

Artículo 1°. Adiciónese un parágrafo 2° al artículo 2° de la Ley 
1023 de 2006, en cual quedará así:

Parágrafo 2°.
contributivo del grupo familiar de las Madres Comunitarias se aplica-
rá lo previsto en los artículos 3° y 4° de la Ley 509 de 1999, sin perjui-
cio de la progresión de cobertura universal establecida en el artículo 
9° de la Ley 1122 de 2007.

Artículo 2°. Acceso al Fondo de Solidaridad Pensional. De con-
formidad con lo previsto por la Ley 797 de 2003, el Fondo de Solida-
ridad Pensional subsidiará los aportes al Régimen General de Pensio-
nes de las Madres Comunitarias, cualquiera sea su edad y tiempo de 
servicio como tales.

El Gobierno Nacional garantizará la priorización al acceso de las 
Madres Comunitarias al subsidio de la Subcuenta de Subsistencia de 
que trata la Ley 797 de 2003, cuando no cumplan con los requisitos 
para acceder al Fondo de Solidaridad Pensional - Subcuenta de So-
lidaridad, o cuando habiendo cumplido la edad en los términos de 
la ley no alcancen a completar el requisito de semanas de cotización 
exigido.

Parágrafo 1º. 
los subsidios de la subcuenta de Solidaridad, deben acreditar la cali-
dad de Madres Comunitarias que ostenta, por parte del Instituto Co-
lombiano de Bienestar Familiar, o quien haga sus veces.

Parágrafo 2º. Las madres sustitutas, los agentes educativos FAMI
(Familia, Mujer e Infancia), tendrán acceso al Fondo de Solidaridad 
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Pensional, previo cumplimiento de los requisitos exigidos por la pre-
sente ley.

Artículo 3º.  Quienes 

Pensional, por haber incurrido en mora y por haberse retirado en cual-
quier tiempo de manera voluntaria con anterioridad a la vigencia de la 
presente ley, podrán reactivar su condición manifestando su voluntad 
de ingresar nuevamente al Fondo.

Artículo 4°.
se incrementará al 70% del salario mínimo legal mensual vigente a 

-
mentos que se realicen.

Artículo 5°. Vigencia. La presente ley rige a partir de su publica-
ción y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Dilian Francisca Toro Torres, Senadora, Angel Custodio Cabrera 
Báez, Representante; Pedro Jiménez, Representante a la Cámara; Pli-
nio Olano Becerra, Senador.

* * *
INFORME DE CONCILIACION AL PROYECTO DE LEY 
NUMERO 286 DE 2007 CAMARA, 023 DE 2006 SENADO

por la cual se reforma la Ley 270 de 1996 Estatutaria 
de la Administración de Justicia.

Bogotá, D. C., 15 de junio de 2007
Honorable Senadora
Doctora DILIAN FRANCISCA TORO TORRES
Presidenta
Honorable Senado de la República
E. S. D.
Honorable Representante a la Cámara
Doctor ALFREDO CUELLO BAUTE
Presidente
Honorable Cámara de Representantes
E. S. D.
Referencia: Informe de Conciliación al Proyecto de ley número 

286 de 2007 Cámara, 023 de 2006 Senado, por la cual se reforma la 
Ley 270 de 1996 Estatutaria de la Administración de Justicia.

Honorables Presidentes:
En cumplimiento de la designación que las respectivas Mesas Di-

rectivas del Senado y la Cámara de Representantes, hicieran a los 

Cámara, 023 de 2006 Senado, por la cual se reforma la Ley 270 de 
1996 Estatutaria de la Administración de Justicia, presentamos en los 
siguientes términos el informe de conciliación, conforme a lo dispues-

La presente Comisión Accidental, una vez comparó y estudió los 
textos aprobados por ambas Cámaras, observó algunas diferencias y, 
luego de discutir la conveniencia de este proyecto, acordó realizar, en 
primer lugar, el análisis de los textos; plasmar las aclaraciones y pre-

ACLARACIONES Y PRECISIONES A LOS TEXTOS
APROBADOS EN LAS PLENARIAS DE CAMARA 

Y SENADO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 286 DE 2007 
CAMARA, 023 DE 2006 SENADO

por la cual se reforma la Ley 270 de 1996 Estatutaria 
de la Administración de Justicia.

Debemos señalar que se tomará en su totalidad, lo aprobado en la 
Plenaria de la Cámara de Representantes incluyendo las proposicio-

nes que fueron acogidas y aprobadas en el debate de este proyecto de 
ley, con las siguientes aclaraciones.

-
chas al texto aprobado por la Cámara de Representantes, en su integri-
dad, incluyendo los dos artículos nuevos, salvo en el artículo 1º. En el 
que fue acogido un párrafo aprobado en el Sendo de la República. El 

para desarrollar gradualmente la oralidad en 
todos los procesos judiciales que determine la ley y para la ejecu-
ción de los planes de descongestión.

en la Plenaria de la Cámara de Representantes.
III. Por lo tanto el texto conciliado quedará así:

TEXTO CONCILIADO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 
286 DE 2007 CAMARA, 023 DE 2006 SENADO

por la cual se reforma la Ley 270 de 1996 Estatutaria 
de la Administración de Justicia.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1º. Modifíquese el artículo 4º de la Ley 270 de 1996:
Artículo 4º. Celeridad y Oralidad. La Administración de Justicia 

-
tos que se sometan a su conocimiento. Los términos procesales serán 
perentorios y de estricto cumplimiento por parte de los funcionarios 

-
ducta, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar. Lo mis-
mo se aplicará respecto de los titulares de la función disciplinaria.

Las actuaciones que se realicen en los procesos judiciales deberán 
ser orales con las excepciones que establezca la ley. Esta adoptará 
nuevos estatutos procesales con diligencias orales y por audiencias, 

en cuenta los nuevos avances tecnológicos.
Parágrafo Transitorio. Autorízase al Gobierno Nacional para que 

durante los próximos cuatro años incluya en el presupuesto de rentas 
y gastos una partida equivalente hasta el 0.5% del Producto Interno
Bruto de acuerdo con las disponibilidades presupuestales, el Marco 
Fiscal de Mediano Plazo y el Marco de Gastos, para desarrollar gra-
dualmente la oralidad en todos los procesos judiciales que determine 
la ley y para la ejecución de los planes de descongestión.

Artículo 2º. Modifíquese el artículo 6º de la Ley 270 de 1996, el 
cual quedará así:

Artículo 6º. Gratuidad. La Administración de Justicia será gratui-
ta y su funcionamiento estará a cargo del Estado, sin perjuicio de las 
agencias en derecho, costas, expensas y aranceles judiciales que se 

En los procesos contenciosos administrativos, comerciales y ci-
viles de cuantía superior a 200 salarios mínimos legales mensuales 
vigentes se cobrará a cargo del demandante un arancel judicial hasta 
del 2% del valor de las condenas o cuantías ejecutadas en virtud de la 
intervención judicial, siempre y cuando el proceso se falle dentro de 
los términos de ley. No se admitirá excepción alguna a este principio. 
Por los términos de ley debe entenderse los días de duración del pro-
ceso que no hayan excedido en el número de días previsto por la ley 
para fallarlo. Cuando el incumplimiento de los términos de ley para 
proferir sentencia ejecutoriada sea imputable a algunas partes la que 
resulte responsable pagará el mismo arancel.

No podrá cobrarse arancel en los procedimientos de carácter penal, 
laboral, contencioso laboral, de familia, de menores, ni en los juicios 
de control constitucional o derivados del ejercicio de la tutela y demás 
acciones constitucionales. Tampoco podrán cobrarse aranceles a las 
personas de escasos recursos cuando se decrete el amparo de pobreza 
o en aquellos procesos o actuaciones judiciales que determinen la ley 
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o el Consejo Superior de la Judicatura, o indiquen la Procuraduría 
General de la Nación, el Ministerio del Interior y de Justicia o la De-
fensoría del Pueblo, en razón de la presencia de intereses públicos, de 
la limitación del acceso a la justicia, o de las circunstancias especiales 
de las partes que ameriten una protección legal.

El arancel judicial constituirá un ingreso público consistente en el 
pago a favor de la Rama Judicial de un porcentaje del valor obtenido 
en el proceso como resultado de la declaración o ejecución de dere-

rama, corporaciones y despachos judiciales.
Parágrafo. Exclúyase el cobro de aranceles en los procesos ejecu-

tivos de viviendas de interés social.
Artículo 3º. Modifíquese el artículo 8º de la Ley 270 de 1996 en 

los siguientes términos:
“Artículo 8°. Mecanismos alternativos. La ley podrá establecer 

mecanismos alternativos al proceso judicial para solucionar los con-

cuales habrá lugar al cobro de honorarios por estos servicios.
Excepcionalmente la ley podrá atribuir funciones jurisdiccionales a 

ciertas y determinadas autoridades administrativas para que conozcan 
de asuntos que por su naturaleza o cuantía puedan ser resueltos por 

competencias, las garantías al debido proceso y las demás condicio-
nes necesarias para proteger en forma apropiada los derechos de las 

judiciales adopten las autoridades administrativas excepcionalmente 
facultadas para ello, siempre procederán recursos ante los órganos de 
la Rama Jurisdiccional del Estado, en los términos y con las condicio-
nes que determine la ley.

Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la fun-
ción de administrar justicia en la condición de conciliadores o en la de 
árbitros debidamente habilitados por las partes para proferir fallos en 
derecho o en equidad.

El Consejo Superior de la Judicatura, en coordinación con el Mi-
nisterio del Interior y de Justicia, realizará el seguimiento y evalua-
ción de las medidas que se adopten en desarrollo de lo dispuesto por 
este artículo y cada dos años rendirán informe al Congreso de la Re-
pública.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 11 de la Ley 270 de 1996: 
“Artículo 11. La Rama Judicial del Poder Público está constitui-

da por: 
I. Los órganos que integran las distintas jurisdicciones:
a) De la Jurisdicción Ordinaria:
1. Corte Suprema de Justicia.
2. Tribunales Superiores de Distrito Judicial.
3. Juzgados civiles, laborales, penales, penales para adolescentes, 

de familia, de ejecución de penas, de pequeñas causas y de competen-
cia múltiple, y los demás especializados y promiscuos que se creen 
conforme a la ley;

b) De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo: 
1. Consejo de Estado.
2. Tribunales Administrativos. 
3. Juzgados Administrativos; 
c) De la Jurisdicción Constitucional: 
1. Corte Constitucional; 
d) De la Jurisdicción de Paz: Jueces de Paz;
e) De la Jurisdicción de las Comunidades Indígenas: Autori-

dades de los territorios indígenas. 

2. La Fiscalía General de la Nación. 
3. El Consejo Superior de la Judicatura. 
Parágrafo 1º. La Corte Suprema de Justicia, la Corte Constitu-

cional, el Consejo de Estado y el Consejo Superior de la Judicatura, 
tienen competencia en todo el territorio nacional. Los Tribunales Su-
periores, los Tribunales Administrativos y los Consejos Seccionales 
de la Judicatura tienen competencia en el correspondiente distrito ju-
dicial o administrativo. Los Jueces del circuito tienen competencia en 
el respectivo circuito y los jueces municipales en el respectivo muni-
cipio; los jueces de pequeñas causas a nivel municipal y local.

Los Jueces de Descongestión tendrán la competencia territorial y 

Parágrafo 2º. El Fiscal General de la Nación y sus delegados tie-
nen competencia en todo el territorio nacional.

Parágrafo 3º. En cada municipio funcionará al menos un Juzgado 
cualquiera que sea su categoría.

Parágrafo 4º. En las ciudades se podrán organizar los despachos 
judiciales en forma desconcentrada”.

Artículo 5º. El artículo 12 de la Ley 270 de 1996 quedará así:
Artículo 12. Del ejercicio de la función jurisdiccional por la 

Rama Judicial. La función jurisdiccional se ejerce como propia y 
habitual y de manera permanente por las corporaciones y personas 
dotadas de investidura legal para hacerlo, según se precisa en la Cons-
titución Política y en la presente Ley Estatutaria.

Dicha función se ejerce por la jurisdicción constitucional, el Con-
sejo Superior de la Judicatura, la jurisdicción de lo contencioso admi-
nistrativo, las jurisdicciones especiales tales como: la penal militar, la 
indígena y la justicia de paz, y la jurisdicción ordinaria que conoce-
rá de todos los asuntos que no estén atribuidos expresamente por la 
Constitución o la ley a otra jurisdicción”.

Artículo 6º. Modifíquese el artículo 13 de la Ley 270 de 1996:
Artículo 13. Del ejercicio de la función jurisdiccional por otras 

autoridades y por particulares. Ejercen función jurisdiccional de 
acuerdo con lo establecido en la Constitución Política: 

1. El Congreso de la República, con motivo de las acusaciones y 
faltas disciplinarias que se formulen contra el Presidente de la Re-
pública o quien haga sus veces; contra los Magistrados de la Corte 
Suprema de Justicia, del Consejo de Estado, de la Corte Constitucio-
nal y del Consejo Superior de la Judicatura y el Fiscal General de la 
Nación, aunque hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos. 

-
ticulares, de acuerdo con las normas sobre competencia y procedi-
miento previstas en las leyes. Tales autoridades no podrán, en ningún 
caso, realizar funciones de instrucción o juzgamiento de carácter pe-
nal; y 

3. Los particulares actuando como conciliadores o árbitros habili-
tados por las partes, en los términos que señale la ley. Tratándose de 
arbitraje, en el que no sea parte el estado o alguna de sus Entidades, 
los particulares podrán acordar las reglas de procedimiento a seguir, 
directamente o por referencia a la de un Centro de Arbitraje, respetan-
do, en todo caso los principios constitucionales que integran el debido 
proceso.

Artículo 7°. El artículo 16 de la Ley 270 de 1996 quedará así:
Artículo 16. Salas. La Corte Suprema de Justicia cumplirá sus 

funciones por medio de cinco salas, integradas así: La Sala Plena, por 
todos los Magistrados de la Corporación; la Sala de Gobierno, inte-
grada por el Presidente, el Vicepresidente y los Presidentes de cada 
una de las Salas especializadas; la Sala de Casación Civil y Agraria, 
integrada por siete Magistrados; la Sala de Casación Laboral, integra-
da por siete Magistrados y la Sala de Casación Penal, integrada por 
nueve Magistrados. 
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La Sala Especializada podrá disponer la integración de Salas de 
Decisión para asumir el conocimiento de los asuntos a cargo de la 
Corporación o de sus diferentes Salas, cuando a su juicio se requiera 
adelantar un programa de descongestión.

Las Salas de Casación Civil y Agraria Laboral y Penal, actuarán 
según su especialidad como Tribunal de Casación, pudiendo selec-

-
cionales fundamentales y control de legalidad de los fallos. También 

especialidades, se susciten entre las Salas de un mismo tribunal, o 
entre Tribunales, o entre estos y juzgados de otro distrito, o entre juz-
gados de diferentes distritos”.

Artículo 8°. El artículo 22 de la Ley 270 quedará así:
Artículo 22. Régimen de los Juzgados. Los Juzgados Civiles, Pe-

nales, de Familia, Laborales, de Ejecución de Penas, y de Pequeñas 
Causas que de conformidad con las necesidades de la Administración 
de Justicia determine la Sala Administrativa del Consejo Superior de 
la Judicatura previa concertación con la Corte Suprema de Justicia, 
para el cumplimiento de las funciones que prevea la ley procesal en 
cada circuito o municipio, integran la Jurisdicción Ordinaria. Sus ca-
racterísticas, denominación y número serán los establecidos por di-
chas Corporaciones.

ser promiscuos para el conocimiento de procesos civiles, penales, la-
borales o de familia.

De conformidad con las necesidades de cada ciudad y de cada mu-
nicipio habrán jueces municipales de pequeñas causas y competencia 

-
-

tralizada en aquellos sectores de ciudades y municipios donde así se 

sumaria y en lo posible de única audiencia.
El Consejo Superior de la Judicatura dispondrá lo necesario para 

parte de los juzgados que funcionan en las ciudades de más de un 
millón de habitantes se localicen y empiecen a funcionar en sedes 

de la respectiva ciudad.
A partir del 1º de enero del año 2009, el cuarenta por ciento (40%) 

de los juzgados que funcionan en las ciudades de más de un (1) mi-
llón de habitantes y el treinta por ciento (30%) de los juzgados que 
funcionan en ciudades de más de doscientos mil habitantes (200.000) 

-
tintas localidades o comunas de la respectiva ciudad.

El Consejo Superior de la Judicatura procurará que esta distribu-
ción se haga a todas las localidades y comunas, pero podrá hacer una 
distribución que corresponda hasta tres localidades o comunas colin-
dantes.

Artículo 9°. Modifíquese el artículo 34 de la Ley 270 de 1996 el 
cual quedará así:

“Integración y Composición
Artículo 34. El Consejo de Estado es el máximo Tribunal de la 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y estará integrado por 
treinta y un (31) Magistrados, elegidos por la misma Corporación 
para los períodos individuales que determina la Constitución Política, 
de listas superiores a cinco (5) candidatos, que reúnan los requisitos 
constitucionales, por cada vacante que se presente, enviadas por la 
Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.

El Consejo de Estado ejerce sus funciones por medio de tres (3) Sa-
las, integradas así: la Plena, por todos sus miembros; la de lo Conten-

cioso Administrativo, por veintisiete (27) consejeros y la de Consulta 
y Servicio Civil, por los cuatro (4) consejeros restantes”.

Artículo 10. Modifícanse el artículo 36 de la Ley 270 de 1996 el 
cual quedará así: 

De la Sala de lo Contencioso Administrativo
Artículo 36. La Sala de lo Contencioso Administrativo se dividirá 

en cinco (5) Secciones, cada una de las cuales ejercerá separadamente 
las funciones que de conformidad con su especialidad y cantidad de 
trabajo le asigne la Sala Plena del Consejo de Estado, de acuerdo con 
la ley y el reglamento interno de la Corporación y estarán integradas 
de la siguiente manera:

La Sección Primera, por cuatro (4) Magistrados.
La Sección Segunda se dividirá en dos (2) Subsecciones, cada una 

de las cuales estará integrada por tres (3) Magistrados.
La Sección Tercera se dividirá en tres (3) Subsecciones, cada una 

de las cuales estará integrada por tres (3) Magistrados.
La Sección Cuarta, por cuatro (4) Magistrados, y
La Sección Quinta, por cuatro (4) Magistrados.

el reglamento de la Corporación determinará y asignará los asuntos 
y las materias cuyo conocimiento corresponda a cada Sección y a las 
respectivas Subsecciones.

En todo caso, la acción de pérdida de investidura de congresistas 
será de competencia de la sala plena de lo contencioso administrati-
vo.

Parágrafo 1°. Para efectos de descongestión, en cualquier épo-
ca la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de 
Estado podrá integrar salas de decisión que asuman el conocimiento 
de aquellos procesos o asuntos que de manera regular se encuentren 
atribuidos a las Secciones o Subsecciones que la integran. 

Parágrafo 2° transitorio. Los nuevos despachos que por medio de 
esta ley se crean para la integración de la Sección Tercera de la Sala 
de lo Contencioso Administrativo, tendrán la misma organización y 
estructura que en la actualidad tienen los despachos ya existentes en 
esa Sección”.

Artículo 11. Apruébase como artículo nuevo de la Ley 270 de 
1996, el artículo 36A, que formará parte del capítulo relativo a la 
organización de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, 
el cual tendrá el siguiente texto:

“Artículo 36A. Del mecanismo de revisión eventual en las accio-
nes populares y de grupo y de la regulación de los recursos extraor-
dinarios. En su condición de Tribunal Supremo de lo Contencioso 

-
co, el Consejo de Estado, a través de la Sala Plena de lo Contencioso 
Administrativo o de sus Secciones o Subsecciones, con sujeción a 
los criterios que establezca el reglamento de la Corporación, en los 
asuntos que correspondan a las acciones populares o de grupo po-
drá seleccionar, para su eventual revisión, las sentencias o las demás 

-

constitucionales fundamentales o ejercer control de legalidad respec-
to de los fallos correspondientes. Al efectuar la revisión se decidirá 
sin las limitaciones propias de los recursos. 

La selección o no de cada sentencia o providencia, para su eventual 
revisión, se efectuará sin necesidad de motivación. Por regla general 
las sentencias y demás autos acerca de los cuales resulte procedente 
la revisión eventual, sólo producirán efectos a partir del momento en 

vencimiento del plazo que señale la ley para que el Consejo de Estado 
decida sobre su eventual revisión sin que hubiere proferido pronun-
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ciamiento al respecto o, si a ello hubiere lugar, a partir de la ejecutoria 

podrá establecer excepciones.
La petición de parte o del Ministerio Público deberá formularse 

-

días, contados a partir de la radicación de la petición, deberán remi-
tir, con destino a la correspondiente Sala, Sección o Subsección del 
Consejo de Estado, el expediente dentro del cual se haya proferido la 
respectiva sentencia o el auto que disponga o genere la terminación 
del proceso, para que dentro del término máximo de tres (3) meses, 
a partir de su recibo, la máxima Corporación de lo Contencioso Ad-
ministrativo resuelva sobre la selección, o no, de cada una de tales 
providencias para su eventual revisión. Cuando se decida sobre la no 
escogencia de una determinada providencia, cualquiera de las partes 
o el Ministerio Público podrán insistir acerca de su selección para 
eventual revisión, dentro del término de cinco (5) días siguientes a la 

-
tencia también continuarán suspendidos los efectos de la respectiva 
providencia. La decisión que se adopte en relación con la respectiva 
insistencia tampoco requerirá motivación. 

Parágrafo 1°. La ley podrá disponer que la revisión eventual a 

procesos originados en el ejercicio de otras acciones cuyo conoci-
miento corresponda a la jurisdicción de lo contencioso administrati-
vo. En esos casos la ley regulará todos los aspectos relacionados con 
la procedencia y trámite de la revisión eventual, tales como la deter-
minación de los plazos dentro de los cuales las partes o el Ministerio 
Público podrán elevar sus respectivas solicitudes; la insistencia que 
pueda presentarse respecto de la negativa de la selección; los efectos 
que ha de generar la selección; la posibilidad de que la revisión even-
tual pueda concurrir con otros recursos ordinarios o extraordinarios. 

Parágrafo 2°. El Consejo de Estado también podrá actuar como 
Corte de Casación Administrativa. La ley regulará todos los asuntos 
relacionados con la procedencia y trámite de los recursos, ordinarios o 
extraordinarios, que puedan interponerse contra las decisiones que en 
cada caso se adopten en los procesos que cursen ante la jurisdicción 
de lo contencioso administrativo.

270 de 1996 y adiciónase un parágrafo:

Consejo de Estado.
Parágrafo.

Administrativos, entre Secciones de distintos Tribunales Administra-
tivos, entre los Tribunales y Jueces de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa pertenecientes a distintos distritos judiciales adminis-
trativos y entre Jueces Administrativos de los diferentes distritos judi-
ciales administrativos, serán resueltos por las respectivas Secciones o 
Subsecciones del Consejo de Estado, de acuerdo con su especialidad. 

entre secciones de un mismo Tribunal Administrativo serán decididos 
por el correspondiente Tribunal en pleno”.

Artículo 13. Apruébase como artículo nuevo de la Ley 270 de 
1996 el siguiente:

“Artículo 42A. Conciliación judicial y extrajudicial en materia 
contencioso administrativa. A partir de la vigencia de esta ley, cuando 
los asuntos sean conciliables, siempre constituirá requisito de proce-

-
digo Contencioso Administrativo o en las normas que lo sustituyan, el 
adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial.

Las conciliaciones judiciales y extrajudiciales únicamente reque-
rirán revisión de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo 

cuando así lo solicite y sustente el Ministerio Público, dentro de los 
tres (3) días siguientes a su celebración. Dicha solicitud sólo será pro-
cedente en los casos en que el Ministerio Público considere que los 
términos de la respectiva conciliación resultan contrarios al ordena-
miento vigente o lesivos para el patrimonio público”.

Artículo 14. Apruébase como artículo nuevo de la Ley 270 de 
1996 el siguiente:

“Artículo 60A. Poderes del juez. Además de los casos previstos 
en los artículos anteriores, el Juez podrá sancionar con multa de dos 
a cinco salarios mínimos mensuales, a las partes del proceso, o a sus 
representantes o abogados, en los siguientes eventos:

1. Cuando a sabiendas se aleguen hechos contrarios a la realidad. 
2. Cuando se utilice el proceso, incidente, trámite especial que haya 

3. Cuando se obstruya, por acción u omisión, la práctica de pruebas 

los documentos que estén en su poder y les fueren requeridos en ins-

práctica de las pruebas y diligencias.
5. Cuando adopten una conducta procesal tendiente a dilatar el pro-

ceso o por cualquier medio se entorpezca el desarrollo normal del 
proceso.

Parágrafo. -
cioso de los procesos, cualquiera que sea, y lo adelantará hasta la 
sentencia si es el caso”.

Artículo 63. Plan y medidas de descongestión. Habrá un Plan Na-
cional de Descongestión que será concertado por la Corte Suprema de 
Justicia o el Consejo de Estado con la Sala Administrativa del Conse-
jo Superior de la Judicatura y el Ministerio del Interior y de la Justicia, 

indicadores de congestión, las estrategias, términos y los mecanismos 
de evaluación de la aplicación de las medidas.

Corresponderá a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura ejecutar el Plan Nacional de Descongestión y adoptar las 
medidas pertinentes, entre ellas las siguientes:

A. El Consejo Superior de la Judicatura, respetando la especialidad 
funcional y la competencia territorial podrá redistribuir los asuntos 
que los Tribunales y Juzgados tengan para fallo asignándolos a despa-
chos de la misma jerarquía que tengan una carga laboral que, a juicio 
de la misma Sala, lo permita.

B. La Sala Administrativa creará los cargos de Jueces y Magistra-
dos de Apoyo itinerantes en cada jurisdicción para atender las mayores 
cargas por congestión en los despachos. Dichos jueces tendrán com-
petencia para tramitar y sustanciar los procesos dentro de los despa-
chos ya establecidos, asumiendo cualquiera de las responsabilidades 
previstas en el artículo 37 del C. P. C., con salvedad de dictar senten-
cia; los procesos y funciones serán las que se señalen expresamente.

C. Salvo en materia penal, seleccionar los procesos cuyas pruebas, 
incluso inspecciones, puedan ser practicadas mediante comisión con-
ferida por el juez de conocimiento, y determinar los jueces que deban 
trasladarse fuera del lugar de su sede para instruir y practicar pruebas 
en proceso que estén conociendo otros jueces.

D. De manera excepcional, crear con carácter transitorio cargos de 
jueces o magistrados sustanciadores de acuerdo con la ley de presu-
puesto.

E. Vincular de manera transitoria a empleados judiciales encarga-

descongestión de una jurisdicción, de un distrito judicial, o de despa-
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profesionales expertos y de personal auxiliar para cumplir las funcio-

Artículo 16. Apruébase como artículo nuevo de la Ley 270 de 
1996 el siguiente:

Artículo 63A. Del orden y prelación de turnos. Cuando existan 
razones de seguridad nacional o para prevenir la afectación grave del 
patrimonio nacional, o en el caso de graves violaciones de los De-
rechos Humanos, o de crímenes de lesa humanidad, o de asuntos de 
especial trascendencia social, las Salas Especializadas de la Corte Su-
prema de Justicia, las Salas, Secciones o Subsecciones del Consejo de 
Estado, la Sala Jurisdiccional del Consejo Superior de la Judicatura o 
la Corte Constitucional, señalarán la clase de procesos que deberán ser 
tramitados y fallados preferentemente en cualquiera de los Despachos 
o Corporaciones de sus respectivas jurisdicciones. Dicha actuación 
también podrá ser solicitada por el Procurador General de la Nación.

Igualmente, las Salas o Secciones de la Corte Suprema de Justicia, 
del Consejo de Estado y del Consejo Superior de la Judicatura podrán 
determinar motivadamente los asuntos que por carecer de anteceden-
tes jurisprudenciales, su solución sea de interés público o pueda tener 
repercusión colectiva, para que los respectivos procesos sean tramita-
dos de manera preferente en todas las instancias y recursos.

Los recursos interpuestos ante la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado o el Consejo Superior de la Judicatura, cuya re-
solución íntegra entrañe sólo la reiteración de jurisprudencia, podrán 
ser decididos anticipadamente sin sujeción al orden cronológico de 
turnos.

Las Salas Especializadas de la Corte Suprema de Justicia, las Salas 
o las Secciones del Consejo de Estado, la Corte Constitucional y el 
Consejo Superior de la Judicatura; las Salas de los Tribunales Su-
periores y de los Tribunales Contencioso Administrativos de Distrito 
podrán determinar un orden de carácter temático para la elaboración 
y estudio preferente de los proyectos de sentencia; para el efecto, me-

agruparán los procesos y señalarán, mediante aviso, las fechas de las 
sesiones de la Sala en las que se asumirá el respectivo estudio.

Parágrafo 1°. Lo dispuesto en el presente artículo en relación con 
la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo se entenderá sin per-

Parágrafo 2°. El reglamento interno de cada corporación judicial, 
señalará los días y horas de cada semana en que ella, sus Salas y sus 
Secciones, celebrarán reuniones para la deliberación de los asuntos 
jurisdiccionales de su competencia, sin perjuicio que cada Sala decida 

sus actuaciones.
Parágrafo 3°. La Sala Administrativa del Consejo Superior de la 

Judicatura, reglamentará los turnos, jornadas y horarios para garanti-
zar el ejercicio permanente de la función de control de garantías. En 
este sentido no podrá alterar el régimen salarial y prestacional vigente 
en la Rama Judicial”.

Artículo 17. Adiciónase el artículo 85 de la Ley 270 de 1996 con 
los siguientes numerales:

“30. Expedir con sujeción a los criterios generales establecidos en 
la Ley Estatutaria y en las leyes procesales el estatuto sobre expensas, 
costos y aranceles judiciales el cual comprenderá entre otros aspectos, 
las tarifas, los procedimientos para el cobro, la recaudación, adminis-
tración, destinación y liquidación.

32. Las demás que señale la ley”.
Artículo 18. Modifíquese el siguiente parágrafo al artículo 93 

de la Ley 270 de 1996:

Parágrafo. Los Magistrados Auxiliares del Consejo de Estado, de 
la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior de la Judicatu-
ra podrán ser comisionados para la práctica de pruebas para adoptar 
decisiones relacionadas con asuntos de trámite o sustanciación para 
resolver los recursos que se interpongan en relación con las mismas y 
para dirigir las diligencias de conciliación que cursan en los respecti-
vos despachos”.

Artículo 19. El artículo 106 de la Ley 270 de 1996 quedará así:
“Artículo 106. Sistemas de información. Con sujeción a las nor-

mas legales que sean aplicables, el Consejo Superior de la Judicatura 
debe diseñar, desarrollar, poner y mantener en funcionamiento unos 
adecuados sistemas de información que, incluyan entre otros, los re-

-
mación presupuestaria, gestión judicial y acceso de los servidores de 
la rama, en forma completa y oportuna, al conocimiento de las fuentes 
formales del derecho, tanto nacionales como internacionales.

En todo caso, tendrá a su cargo un Sistema de Información y es-
tadística que incluya la gestión de quienes hacen parte de una Rama 
Judicial o ejercen funciones jurisdiccionales y permita la individua-
lización de los procesos desde su iniciación hasta su terminación, in-

-
ción, de tal forma que permita realizar un adecuado diagnóstico de la 
prestación de justicia.

Todos los organismos que hacen parte de la Rama Judicial y aque-
llos que funcionalmente administran justicia en desarrollo del artículo 
116 de la Carta Política tienen el deber de suministrar la información 
necesaria para mantener actualizados los datos incorporados al sis-
tema, de acuerdo con los formatos que para el efecto establezca el 
Consejo Superior de la Judicatura”.

Artículo 20. Modifíquese el artículo 191 de la Ley 270 de 1996, 
de la siguiente manera:

“Artículo 191. Los dineros que deban consignarse a órdenes de los 
despachos de la Rama Judicial de conformidad con lo previsto en la 
presente ley y en las disposiciones legales vigentes se depositarán en 
el Banco Agrario de Colombia en razón de las condiciones más favo-

De la misma manera se procederá respecto de las multas, caucio-
nes y pagos que decreten las autoridades judiciales o de los depósitos 
que prescriban a favor de la Nación.

En ningún caso el Banco Agrario de Colombia pagará una tasa 
inferior al promedio de las cinco mejores tasas de intereses en cuenta 

-
tendencia Financiera. 

Parágrafo. Facúltese al Juez de la causa para que a través del 
trámite incidental ejecute la multa o caución dentro del mismo pro-
ceso”.

Artículo 21. Modifíquese el artículo 192, de la siguiente ma-
nera:

“Artículo 192. Créase el Fondo para la Modernización, Descon-
gestión y Bienestar de la Administración de Justicia, como una cuenta 
con personería jurídica adscrita al Consejo Superior de la Judicatura, 
integrado por los siguientes recursos:

1. Los derechos, aranceles, emolumentos y costos que se causen 
con ocasión de las actuaciones judiciales y sus rendimientos.

2. Los rendimientos de los depósitos judiciales, sin perjuicio de la 
destinación del 30% para el Sistema Carcelario y Penitenciario esta-
blecido en la Ley 66 de 1993.

3. Las donaciones y aportes de la sociedad, de los particulares y de 
la cooperación internacional.
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Parágrafo 1°. El Fondo no contará con personal diferente al asig-
nado a la Dirección Ejecutiva y a la Sala Administrativa. Para su ope-
ración se podrá contratar a una institución especializada del sector 

Parágrafo 2°. Cuando se trate de condenas contra el Estado o en-
-

tencia. La entidad respectiva hará la retención pertinente y girará la 
suma al Fondo dentro de los diez días siguientes.

Parágrafo 3°. Las personas y particulares que realicen aportes al 
-

mine la ley”.
Artículo 22. Artículo nuevo. Habrá un artículo 209 Bis de la 

Ley 270 de 1996 el cual quedará así:
“Artículo 209 Bis. Aplicación gradual de las políticas judiciales.

Los planes y programas de descongestión, la creación y funcionamien-
to de los jueces administrativos, de los jueces de plena jurisdicción, se 
hará en forma gradual y en determinadas zonas del país, de acuerdo 
con las necesidades de la Administración de Justicia determinadas por 
la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.

El Plan Nacional de Descongestión para la Justicia al Día deberá 
diseñarse y formularse integralmente a más tardar dentro de los seis 
meses siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley.

Formulado el Plan Nacional de Descongestión para la Justicia al 
Día, su implementación se hará en forma gradual, en determinadas 
zonas y despachos judiciales del país, priorizando en aquellos que se 
concentra el mayor volumen de represamiento de inventarios.

Parágrafo. Se implementará de manera gradual la oralidad, de 
acuerdo con la disponibilidad presupuestal consistente con el marco 

Artículo 23. Adiciónase el artículo 209A.
“Mientras se expiden las reformas procesales tendientes a la agili-

zación y descongestión en los diferentes procesos judiciales, adópten-
se las siguientes disposiciones:

a) Perención en procesos ejecutivos: En los procesos ejecutivos, 
si el expediente permanece en la secretaría durante nueve (9) meses 
o más por falta de impulso cuando este corresponda al demandante o 

varios ejecutados de un auto cuando la misma corresponda adelantar-

la perención con la consiguiente devolución de la demanda y de sus 
anexos y, si fuera del caso, la cancelación de las medidas cautelares 
evento en el cual condenará en costas y perjuicios al ejecutante. El 
auto que ordene devolver la demanda es apelable en el efecto suspen-
sivo, y el que lo deniegue, en el devolutivo;

b) En materia laboral la competencia se determinará por el lugar 
donde haya sido prestado el servicio; si este hubiere sido prestado en 
varios lugares, será aquel en el que, en los tres últimos años de servi-
cio, hubiere tenido la mayor duración.

Artículo 24. Adiciónase el artículo 209B.
Créase una Comisión del Proceso Oral y Justicia Pronta, integrada 

por el Ministro de Interior y Justicia, quien la presidirá; los Presiden-
tes de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del 
Consejo de Estado y del Consejo Superior de la Judicatura; un Sena-
dor y un Representante a la Cámara miembros de las Comisiones Pri-
meras, elegido por las respectivas Comisiones Constitucionales; dos 
representantes de la academia y un representante de la sociedad civil, 
vinculados a los temas de la Administración de Justicia, para tratar, 
entre otras, las siguientes materias: procesos orales y por audiencias 
en todos los órdenes de la jurisdicción; un estatuto general de proce-

penal; proyectos de desjudicialización y asignación de competencias 
y funciones a autoridades administrativas y a particulares habilitados 

para ejercer funciones públicas. La Secretaría Técnica quedará en ca-
beza de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.

La Comisión de Justicia Pronta tendrá en cuenta las recomendacio-
nes y propuestas elaboradas por las Comisiones Intersectoriales para 
la efectividad del principio de la Oralidad en el Régimen Procesal del 
Trabajo y de la Seguridad Social y para la promoción de la Oralidad 
en el Régimen de Familia, Civil y Agrario, creadas mediante los De-

Artículo 25. Artículo nuevo. Habrá un artículo nuevo que será del 
siguiente tenor:

“Artículo nuevo. Todas las competencias atribuidas por las Le-
yes 600 de 2000 y 906 de 2004 a la Corte Suprema de Justicia y a 
los Tribunales Superiores de Distrito Judicial en materia de cambio 
de radicación de procesos y de impedimentos y recusaciones serán 
ejercidas a partir de la vigencia de la presente ley por el Consejo Su-
perior de la Judicatura y por los Consejos Seccionales de la Judicatura 
respectivamente”.

Artículo 26. El artículo 18 de la Ley 270 de 1996 quedará así:
Artículo 18

autoridades de la jurisdicción ordinaria que tengan distinta especiali-
dad jurisdiccional y que pertenezcan a distintos distritos, serán resuel-
tos por el Consejo Superior de la Judicatura.

-
des de igual o diferente categoría y pertenecientes al mismo distrito, 
serán resueltos por el Consejo Seccional de la Judicatura”.

Artículo 27. Artículo nuevo. Agotada cada etapa del proceso, el 
Juez ejercerá el control de legalidad para sanear los vicios que aca-
rrean nulidades dentro del proceso, los cuales, salvo que se trate de 
hechos nuevos, no se podrán alegar en las etapas siguientes en aras de 

Artículo 28.
66 de 1993, 203 de la Ley 270 de 1996, y las demás normas que le 
sean contrarias.

Artículo 29. 
cumplimiento de la presente ley, la Rama Judicial hará los ajustes 
presupuestales internos a que haya lugar.

Artículo 30. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promul-
gación.

Cordialmente,
Héctor Helí Rojas Jiménez, Senador de la República; Tarquino Pa-

checo, Representante a la Cámara.
* * *

INFORME DE CONCILIACION AL PROYECTO DE LEY 
NUMERO 031 DE 2005 CAMARA, 302 DE 2006 SENADO

a las personas adultas mayores.
Bogotá, D. C., junio 14 de 2007

 Doctora
 DILIAN FRANCISCA TORO
 Presidenta honorable Senado de la República 
 Doctor
 ALFREDO CUELLO BAUTE
 Presidente honorable Cámara de Representantes 
 Ciudad
 Honorables Congresistas:
De acuerdo con la designación efectuada por ustedes y de confor-

midad con el artículo 161 de la Constitución Política y los artículos 
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-
sentantes integrantes de la Comisión Accidental de Conciliación, nos 
permitimos someter por su conducto a consideración de las Plenarias 
del honorable Senado de la República y de la honorable Cámara de 

-
tivo conciliado del Proyecto número 031 de 2005 Cámara, 302 de 
2006 Senado
personas adultas mayores.

Después de un detallado estudio de los textos aprobados en Senado 
y Cámara, hemos acordado acoger el texto aprobado por la plenaria 
del Senado de la República el día 14 de junio de 2007 y que anexamos 
al presente. 

Dilian Francisca Toro, Piedad Córdoba Ruiz, Senadoras de la Re-
pública; Carlos Arturo Piedrahíta Cárdenas, Luis Carlos Restrepo,
Representantes a la Cámara.
TEXTO APROBADO EN SESION PLENARIA DEL SENADO  
DE LA REPUBLICA EL DIA 14 DE JUNIO DE 2007 AL PRO-
YECTO DE LEY NUMERO 031 DE 2005 CAMARA, 302 DE 

2006 SENADO
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. Objeto de la ley. La presente ley tiene por objeto con-

ceder a las personas mayores de 62 años
sus derechos a la educación, a la recreación, a la salud y propiciar un 
mejoramiento en sus condiciones generales de vida.

Artículo 2º. . -
grados en esta ley los colombianos o extranjeros residentes en Colom-
bia que hayan cumplido 62 años de edad. Para acreditar su condición 
de persona mayor de 62 años bastará con la presentación de la cédula 
de ciudadanía o el documento legal que acredite tal condición para los 
extranjeros.

Para las circunstancias en las cuales se requiera demostrar el nivel 
-

ridad competente.
CAPITULO I

Artículo 3º. Descuentos en espectáculos. Las personas mayores 
de 62 años, gozarán de un descuento del 50 por ciento en la boletería 
para espectáculos públicos, culturales, deportivos, artísticos y recrea-
cionales que se celebren en escenarios que pertenezcan a la Nación o 
a las entidades territoriales.

Podrá limitarse por parte de los empresarios de dichos espectácu-

garantice un mínimo del 7% de la boletería expedida para el cumpli-
miento de lo dispuesto en este artículo.

Artículo 4º. Descuentos en Instituciones educativas. Las personas 
mayores de 62 años, tendrán derecho a un descuento del 50% en el 

cuando decidan adelantar estudios en dichas instituciones.
CAPITULO II

Tarifa diferencial
Artículo 5º. Transporte público. Los sistemas de servicio de trans-

porte público masivo urbano de pasajeros, establecerán una tarifa di-
ferencial para las personas mayores de 62 años, inferior a la tarifa 
ordinaria.

La tarifa diferencial con sus ajustes, deberá quedar prevista y regu-
lada en los contratos de concesión que se celebren con las empresas 
operadoras del Sistema a partir de la entrada en vigencia de la presen-
te ley.

Artículo 6º. Operadores de turismo. Las Entidades y Empresas 
que reciban recursos del Estado para desarrollar actividades de hote-

establecer con destino a las personas mayores de 62 años, tarifas dife-
renciales con descuentos en los servicios que ofrezcan.

El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo reglamentará lo 
señalado en este artículo.

Artículo 7º. Sitios turísticos. Los sitios de interés turístico de ac-
ceso permitido al público que sean de propiedad del Estado, deberán 
establecer una tarifa diferencial que otorgue un descuento no menor 
del 50% sobre el valor de las tarifas de ingreso a ellos, para las perso-
nas mayores de 62 años.

CAPITULO III

Artículo 8º. Entrada gratuita. Los museos, bienes de interés cultu-
ral de la Nación, Distritos y Municipios, y centros culturales, permi-
tirán el ingreso gratuito a sus instalaciones a las personas mayores de 
62 años, cuando su destinación sea atender o recibir público.

Artículo 9º. Ventanilla preferencial. Las entidades públicas que 
tengan servicio de atención al público, deberán establecer dentro de 
los seis (6) meses siguientes a la promulgación de la presente ley, una 
ventanilla preferencial para la atención a las personas mayores de 62

Artículo 10. Asientos preferenciales. Las empresas de transporte 
público urbano, a las que se les permita el transporte de pasajeros de 
pie, deberán contar en cada una de sus unidades con asientos destina-
dos para el uso de las personas mayores de 62 años, las cuales deben 
estar debidamente señalizados. 

Las autoridades de transporte en cada municipio y distrito vigila-
rán el cumplimiento de lo dispuesto en el presente artículo.

Artículo 11. Consultorios jurídicos. Los consultorios jurídicos de 
las Facultades de Derecho deberán dar prioridad a la atención de con-
sultas y solicitudes efectuadas por personas mayores de 62 años.

Artículo 12. Consultas médicas. Sin perjuicio de los derechos que 
les asisten a los niños y a las niñas, las Empresas Promotoras de Salud 
deberán asignar los servicios de consulta externa médica, odontoló-

parte de estos.
Artículo 13. Fórmula de medicamentos. Cuando la Entidad Pro-

motora de Salud no suministre de manera inmediata los medicamen-
tos formulados que estén incluidos en el Plan Obligatorio de Salud a 
las personas mayores de 62 años, deberá garantizar su entrega en el 

es de extrema urgencia a la solicitud por parte de este.
Parágrafo. La Superintendencia Nacional de Salud vigilará el cum-

plimiento de las disposiciones establecidas en los artículos 12 y 13 e 
impondrá las sanciones a que haya lugar de conformidad con el ámbi-
to de sus competencias.

Artículo 14
personas mayores de sesenta y dos (62) años de edad que se encuen-

Artículo 15. Acceso a la Educación Superior en Colombia. En 
ningún caso la edad podrá ser tenida en cuenta como criterio para de-

Artículo 16. El inciso 1° del artículo 5º de la Ley 700 del 2001 
quedará así: 

“Artículo 5º. Para hacer efectivo el cobro de las mesadas, los pen-

cuenta corriente o de ahorros cualquier día del mes, una vez esta se 
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haya consignado y el cobro se podrá realizar en cualquier ventanilla 
-

ra conforme a sus competencias, vigilará el cumplimiento de lo aquí 
dispuesto e impondrá las sanciones del caso cuando a ello hubiere 
lugar.

Artículo 17. Cuotas moderadoras y copagos en el Sistema Gene-
ral de Seguridad Social en Salud. Las personas mayores de 62 años, 
serán exoneradas del pago de las cuotas moderadoras y de los copa-
gos, dentro del Sistema General de Seguridad Social en Salud cuando 

-

Artículo 18. La presente ley rige a partir de su promulgación.
Dilian Francisca Toro, Piedad Córdoba Ruiz, Senadoras de la Re-

pública; Carlos Arturo Piedrahíta Cárdenas, Luis Carlos Restrepo,
Representantes a la Cámara.

* * *
INFORME DE CONCILIACION AL PROYECTO DE LEY 
NUMERO 163 DE 2005 SENADO, 223 DE 2007 CAMARA

por la cual se adiciona la Ley 5ª de 1992 y se crean la Comisión 
Especial de Modernización y las Unidades Coordinadoras 
de Asistencia Técnica Legislativa y Atención Ciudadana 

del Congreso de la República.
Bogotá, D. C., 15 de junio de 2007
Honorable Senadora
DILIAN FRANCISCA TORO TORRES 
Presidenta Senado de la República
Honorable Representante
ALFREDO CUELLO BAUTE
Presidente Cámara de Representantes
Ciudad
Asunto: Informe de Conciliación al Proyecto de ley número 163 

de 2005 Senado, 223 de 2007 Cámara, por la cual se adiciona la 
Ley 5ª de 1992 y se crean la Comisión Especial de Modernización 
y las Unidades Coordinadoras de Asistencia Técnica Legislativa y 
Atención Ciudadana del Congreso de la República.

Señores Presidentes: 
De conformidad con el encargo impartido, nos permitimos presen-

tar a consideración de las Plenarias del Senado de la República y la 
Cámara de Representantes, el informe de conciliación al proyecto de 
la referencia, en los siguientes términos:

De acuerdo con el mandato de los artículos 161 de la Constitución 

Conciliación reunida el 15 de junio de 2007, dirimió las controversias 
existentes entre los textos aprobados por las Plenarias del honorable 
Senado de la República y de la honorable Cámara de Representantes, 
de la siguiente manera:

El artículo 10 del proyecto en Cámara, que corresponde al artículo 
7º en el texto de Senado no presenta discrepancias, por lo tanto no es 
objeto de conciliación. 

Artículo 1°. Objeto. Se acoge el artículo aprobado por la Cámara 
de Representantes porque el del Senado excluyó la Comisión de Mo-
dernización del Congreso. Cabe anotar que con esta salvedad, para 
el debate en Cámara se acogió todo el articulado aprobado por el Se-
nado, introduciendo nuevamente la Comisión de Modernización del 
Congreso.

Artículo 2°. Naturaleza, composición y período. (Artículo del 
proyecto de ley de Cámara) Se acoge el texto aprobado por la Cáma-
ra que es igual al propuesto en el proyecto de ley inicial. El Senado no 
incluyó este artículo porque le asignó estas funciones de la Comisión 

de Modernización a la Comisión de Administración del Senado de 
la República y por ende no estableció su naturaleza, composición y 
período. Además, hay que tener en cuenta que esta comisión de admi-
nistración no existe en la Cámara de Representantes, razón por la cual 
no se podría hacer esta equivalencia.

Artículo 3°. Decisiones. (Artículo del proyecto de ley y de Cáma-
ra) Se acoge el texto aprobado por la Cámara que es igual al propues-
to en el proyecto de ley. El Senado no incluyó este artículo porque le 
asignó las funciones de la Comisión de Modernización a la Comisión 
de Administración del Senado de la República y por ende no estable-
ció el mecanismo para la toma de decisiones.

Artículo 4°. Reuniones. (Artículo del proyecto de ley y de Cáma-
ra) Se acoge el texto aprobado por la Cámara que es igual al propues-
to en el proyecto de ley. El Senado no incluyó este artículo porque le 
asignó las funciones de la Comisión de Modernización a la Comisión 
de Administración del Senado de la República y por ende no estable-
ció mecanismo alguno sobre sus reuniones.

Artículo 5°. Funciones. (Artículo 2° Senado) Se acoge el artículo 
aprobado por la Cámara, porque el del Senado hace referencia a la 
Comisión de Administración y no a la Comisión de Modernización 
del Congreso. 

Artículo 6°. Unidad Coordinadora de Asistencia Técnica Legis-
lativa, UATL. (Artículo 3° Senado) Se acoge el artículo aprobado por 
la Cámara porque en el del Senado la función primera no está acorde 
a la naturaleza de la Unidad. 

Artículo 7°. Planta de personal de la UATL. (Artículo 4° Senado)
Se acoge el texto aprobado por la Cámara que es igual al propuesto 
en el proyecto de ley. Cabe anotar que la planta de personal que se in-
cluyó en el proyecto de ley es el resultado de la experiencia obtenida 
a través de los casi 4 años que lleva en funcionamiento esta Unidad 
como Programa piloto. En la estructura de la planta de personal de 
la Cámara –Ley 5ª de 1992– el grado 12 corresponde a Coordinador 

Auditoría Interna de la Comisión Legal de Cuentas. Igualmente, son 
grado 12 en Senado y Cámara los coordinadores de Control Interno

Artículo 8°. De los requisitos mínimos y las funciones de los em-
pleos de la Unidad Coordinadora de Asistencia Técnica Legislativa. 
(Artículo 5° Senado) Se acoge el texto aprobado por la Cámara que 
es igual al propuesto en el proyecto de ley, puesto que se incluyen las 
funciones de los cargos que fueron eliminados en el texto aprobado 
por el Senado.

Artículo 9°. Consejo Técnico. (Artículo 6° Senado) Se acoge el 
texto aprobado por la Cámara que es igual al propuesto en el proyec-
to de ley y al aprobado por el Senado de la República pero en esta 
última Corporación se habla de la Comisión de Administración y no 
de la Comisión de Modernización, por ello es necesario conciliar el 
artículo.

Artículo 11. Composición. (Artículo 8° Senado) Se acoge el texto 
aprobado por la Cámara que es igual al propuesto en el proyecto de 
ley. La planta de personal que se incluyó en el proyecto de ley es el 
resultado de la experiencia obtenida a través de los casi 4 años que 
lleva en funcionamiento esta Unidad como Programa piloto. En la 
estructura de la planta de personal de la Cámara –Ley 5ª de 1992– el 
grado 12 corresponde a Coordinador de Unidad de Comisión, especí-

Legal de Cuentas. Igualmente, son grado 12 en Senado y Cámara los 

dependen de la Mesa Directiva.
Artículo 12. De los requisitos mínimos y las funciones de los 

empleos de la Unidad Coordinadora de Atención Ciudadana. (Ar-
tículo 9° Senado). Se acoge el texto aprobado por la Cámara que es 
igual al propuesto en el proyecto de ley, puesto que se incluyen las 
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funciones de los cargos que fueron eliminados en el texto aprobado 
por el Senado.

En el proyecto de ley y en el texto aprobado en la Comisión Pri-
mera del Senado, el requisito de 2 años de experiencia en docencia 
se determinó para el Coordinador de la Unidad de Asistencia Técnica 
Legislativa porque en esa Unidad se adelantan los estudios con estu-
diantes universitarios, mientras que en la Unidad de Atención Ciu-
dadana son funcionarios del Congreso y no se hace necesario tener 
dicha experiencia para el desempeño de las funciones asignadas a la 
Coordinación.

Artículo 13. Sobre el personal de las Unidades Coordinadoras.
(Artículo 10 Senado) Se acoge el artículo aprobado por la Cámara 
porque es necesario, y así se estableció cuando se inició el Proyecto 
piloto al hacerse concurso interno, que los funcionarios que allí se 
desempeñen tengan continuidad, por lo tanto, los cargos deben ser 
de carrera, como aparece además, en el proyecto de ley. El parágrafo 

se encuentran en las Unidades están en comisión según Resolución de 
Mesas Directivas Conjuntas número 173 de 2006, por lo tanto no se 
hace necesario hacer la diferenciación.

Artículo 14. Suministro de información. (Artículo 11 Senado) Se
acoge el artículo aprobado por la Cámara de Representantes. 

Artículo 15. Partida presupuestal y emolumentos salariales. (Ar-
tículo 12 Senado) Se acoge el artículo aprobado por la Cámara de 
Representantes atendiendo a que se elimina la expresión “Las Mesas 
Directivas en reunión conjunta quedan facultadas, por una sola vez, a 
partir de la vigencia de la presente ley, para distribuirlos.” Esta frase, 
formaba parte del último inciso del artículo, pero teniendo en cuen-

pronunciado sobre el tema de las facultades, aclarando que sólo se le 
pueden otorgar al Presidente de la República, se eliminó en Cámara, 

mismo artículo se aclara qué le corresponde a cada una de las dos 
Cámaras.

Artículo 16. Vigencia. (Artículo 13 Senado) Se acoge el artículo 
aprobado por la Cámara porque el del Senado excluyó el artículo 63 
de la Ley 5ª de 1992 al eliminar del texto la Comisión de Moderni-
zación del Congreso. Cabe anotar que con esa excepción la Cámara 
acogió el texto aprobado por el Senado de la República.

TITULO DEL PROYECTO: Se acoge el título aprobado por la 
Cámara porque el del Senado excluyó la creación de la Comisión de 
Modernización del Congreso.
TEXTO CONCILIADO AL PROYECTO DE LEY ORGANICA 

NUMERO 223 DE 2007 CAMARA, 163 DE 2005 SENADO
por la cual se adiciona la Ley 5ª de 1992 y se crean la Comisión 

Especial de Modernización y las Unidades Coordinadoras 
de Asistencia Técnica Legislativa y Atención Ciudadana 

del Congreso de la República.
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto contribuir a 

la transformación integral y progresiva del Congreso de la República 
en una institución legislativa moderna, altamente técnica y capaz de 

-
cracia.

En consecuencia, se adopta el Sistema de Información Parlamen-
taria y se crean la “Comisión Especial de Modernización del Congre-
so”, la “Unidad Coordinadora de Asistencia Técnica Legislativa del 
Congreso de la República” y la “Unidad Coordinadora de Atención 
Ciudadana del Congreso de la República”. Al Sistema de Información
Parlamentaria se integran la Biblioteca del Congreso “Luis Carlos 
Galán Sarmiento”, el Archivo Legislativo, la Hemeroteca, la Gaceta 
del Congreso.

Artículo 2°. Naturaleza, composición y período. La Comisión de 
Modernización del Congreso de la República es una comisión espe-
cial. Está integrada por cuatro Senadores de la República y cuatro 
Representantes a la Cámara, elegidos por la plenaria de la respectiva 
Cámara Legislativa, dentro de los 15 días siguientes a la iniciación del 
cuatrienio constitucional, para un período de cuatro (4) años. 

La elección se hará de tal forma que estén representadas las ban-
cadas. Las minorías tendrán participación en la conformación de la 
Comisión a través de la bancada mayoritaria entre las minoritarias.

El Presidente del Senado de la República y el Presidente de la Cá-
mara de Representantes hacen parte de la Comisión por derecho pro-
pio. El Presidente del Senado de la República es el Presidente de la 
Comisión y el de la Cámara de Representantes, el Vicepresidente. El 
Secretario General del Senado es el Secretario de la Comisión, a falta 
de este asume el Secretario General de la Cámara de Representantes.

Los Secretarios Generales y los Directores Administrativos de am-
bas Cámaras asisten a las sesiones de la Comisión con voz pero sin 
voto.

Artículo 3°. Decisiones. Las decisiones de la Comisión Especial 
de Modernización se adoptan por mayoría simple.

Artículo 4°. Reuniones. La Comisión Especial de Modernización 
se reunirá por convocatoria de su Presidente cuando lo considere ne-
cesario; sin embargo, se reunirá como mínimo dos veces al mes.

Artículo 5°. Funciones. La Comisión Especial de Modernización 
tiene las siguientes funciones:

1. Estudiar, proponer y crear procesos de modernización en forma 
permanente dentro de la Institución Legislativa, a través del Sistema 
de Información Parlamentaria.

2. Brindar apoyo a las Mesas Directivas de las Cámaras Legisla-
-

ción.
3. Coordinar, orientar y vigilar, a través de su Secretario, el funcio-

namiento de la Unidad de Información Parlamentaria integrada.
4. Coordinar con las Mesas Directivas del Congreso los apoyos de 

la cooperación internacional.
5. Establecer los términos y procedimientos necesarios para la ac-

tualización de la información contenida en la página de Internet del 
Congreso de la República.

Artículo 6°. Unidad Coordinadora de Asistencia Técnica Legis-
lativa, UATL. Son objetivos de la UATL brindar servicios de apoyo 
jurídico y asesoría técnica a las Comisiones Constitucionales y banca-
das del Congreso. Son funciones de esta Unidad:

1. Procurar la alta calidad de los proyectos de ley, de Acto Le-
gislativo y de la discusión legislativa por medio de investigaciones 
técnicas y objetivas.

2. Apoyar por medio de asesorías técnicas y objetivas la calidad 
de los proyectos de ley, de Acto Legislativo y de la discusión legis-
lativa.

3. Fortalecer las iniciativas legislativas presentadas en el Congreso 
con la participación oportuna de la sociedad.

4. Establecer un vínculo constante con la comunidad académica 
para facilitar el análisis de los temas legislativos, por medio de la sus-
cripción de convenios de cooperación.

5. Adelantar el programa de judicatura y pasantías legislativas para 
la Unidad con las distintas universidades nacionales y extranjeras.

6. Las demás que le asigne la Comisión.
Artículo 7°. Planta de personal de la UATL. La planta de personal 

de la Unidad Coordinadora de Asistencia Técnica Legislativa es la 
siguiente:
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N° de Cargos Nombre del Cargo Grado

1 Coordinador de la UATL 12
1 Subcoordinador 09
4 Asesor II
1 Secretaria Ejecutiva 05
1 Mensajero 01

Artículo 8°. De los requisitos mínimos y las funciones de los 
empleos de la Unidad Coordinadora de Asistencia Técnica Legis-
lativa.

1. Coordinador de la Unidad de Asistencia Técnica Legislativa
Grado 12.

a) Requisitos: Título profesional en derecho, economía, adminis-
tración de empresas o pública, ciencias políticas, gobierno y relacio-

-
lidad de especialización, cinco (5) años de experiencia profesional, 
dos (2) años de experiencia relacionada en medio ambiente, derechos 
humanos, servicios públicos, derechos fundamentales, constituciona-
les, derecho penal y dos años de experiencia docente en institución de 
educación superior debidamente reconocida;

b) Funciones: 
1. Velar por el buen desarrollo y la calidad de los trabajos que sean 

elaborados por la Unidad con el cumplimiento de parámetros técnicos 
y objetivos.

través de la elaboración de Planes de Trabajo.
3. Implementar metodologías y técnicas adoptadas por la Comi-

sión.
4. Mantener una relación constante con los Congresistas, los Se-

cretarios Generales y las comisiones que soliciten apoyo técnico.
5. Proyectar el cronograma de las actividades que realizará la Uni-

dad, fomentando habilidades, iniciativas y la organización.
6. Establecer un vínculo constante con la comunidad académica 

para facilitar el análisis de los temas legislativos.
7. Presentar a la Comisión semestralmente los avances en la ejecu-

ción del plan anual de trabajo de la Unidad.

la Unidad con las distintas universidades nacionales y extranjeras.
9. Coordinar la labor de la planta de personal de la Unidad.
10. Las demás que le asigne la Comisión.
2. Subcoordinador de la Unidad de Asistencia Técnica Legislativa

Grado 09.
a) Requisitos: Título de formación profesional en Derecho o Rela-

ciones Internacionales o Ciencias Políticas, título de formación avan-
zada en posgrado en la modalidad de especialización, cuatro (4) años 
de experiencia profesional, un (1) año de experiencia relacionada y un 
(1) año de experiencia docente;

b) Funciones:

de las actividades de la Unidad.
2. Realizar el seguimiento de la ejecución de las labores de la plan-

ta de personal de la Unidad, el cumplimiento del cronograma de las 
actividades y el programa de judicatura y pasantías legislativas para la 
Unidad con las distintas universidades nacionales y extranjeras.

3. Organizar los Consejos Técnicos.
4. Presentar al Coordinador trimestralmente los avances en la eje-

cución del Plan Anual de Trabajo de la Unidad.
5. Las demás que le asigne el Coordinador de la Unidad.

3. Asesor II de la Unidad de Asistencia Técnica Legislativa Gra-

a) Requisitos: Título de formación profesional en derecho, econo-
mía, relaciones internacionales, ciencias políticas, ciencias sociales, 
ciencias administrativas o contables, medicina o ingenierías, título de 
postgrado en la modalidad de especialización, tres (3) años de expe-
riencia profesional y dos (2) años de docencia universitaria;

b) Funciones: 
1. Trabajar directamente con los estudiantes de judicatura y pasan-

tes universitarios, en los temas que le asigne el Coordinador. 
2. Dirigir la elaboración de los trabajos asignados, delimitar los 

temas y alcance de los mismos y establecer los parámetros de la in-
vestigación, para garantizar la calidad técnica y la objetividad del 
contenido de las mismas.

3. Colaborar con el Coordinador de la Unidad en preparar a los es-
tudiantes de judicatura y pasantes legislativos asignados a la Unidad.

4. Revisar los trabajos elaborados por la Unidad para que ofrezcan 
información desde diferentes puntos de vista, de manera concisa y 
objetiva.

5. Velar porque los estudiantes en judicatura y los pasantes legisla-
tivos cumplan con la metodología y el diseño de los estudios.

6. Participar en las reuniones del Consejo Técnico.
7. Acompañar a los estudiantes en judicatura y pasantes legislati-

vos en la presentación de los estudios a la comisión o bancada solici-
tante.

4. Secretaria Ejecutiva de la Unidad de Asistencia Técnica Legis-
lativa Grado 05.

a) Requisitos: Título de bachiller comercial, manejo de los pro-
gramas de sistemas requeridos, y dos (2) años de experiencia rela-
cionada;

b) Funciones:
1. Recibir, distribuir, tramitar y contestar la correspondencia reci-

bida en la Unidad y llevar los registros correspondientes.
2. Llevar en forma organizada y ajustados a las normas vigentes los 

archivos de la Unidad.
3. Llevar la agenda de actividades y reuniones de la Unidad.
4. Recibir y hacer las llamadas telefónicas.
5. Tramitar ante las dependencias administrativas del Congreso y 

otras entidades los requerimientos necesarios para el funcionamiento 
de la Unidad.

6. Las demás que le asigne el Coordinador de la Unidad.
5. Mensajero de la Unidad de Asistencia Técnica Legislativa Gra-

do 01.
a) Requisitos: Título de bachiller y dos (2) años de experiencia 

relacionada;
b) Funciones: 
1. Distribuir y recoger en forma oportuna la correspondencia de la 

Unidad.
2. Realizar las diligencias propias de la Unidad.
3. Las demás que le asigne el Coordinador de la Unidad.
Artículo 9°. Consejo Técnico. Créase el Consejo Técnico encar-

gado de velar por la calidad y objetividad de los estudios de ante-
cedentes, análisis legislativos y anteproyectos de ley que realice la 
UATL. La integración y funcionamiento serán reglamentados por la 
Comisión Especial de Modernización.
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Artículo 10. Unidad Coordinadora de Atención Ciudadana, 
UAC. La UAC tiene por objeto ser un enlace de comunicación entre 
el Congreso y la sociedad, para promover la participación pública y la 
incidencia de la ciudadanía en la actividad legislativa. Son funciones 
de esta Unidad:

1. Divulgar información acerca del Congreso, el trámite y la acti-
vidad legislativa.

2. Canalizar comentarios y opiniones de la sociedad sobre los te-
mas que se discuten en las Cámaras Legislativas y facilitar la respues-
ta por parte de las mismas.

3. Orientar o remitir solicitudes ciudadanas a la autoridad compe-
tente.

4. Desarrollar el programa “Visitas Guiadas al Congreso”.
5. Manejar la Línea Gratuita del Congreso. 
6. Las demás que le asigne la Comisión.
Artículo 11. Composición. La Unidad Coordinadora de Atención 

Ciudadana tendrá la siguiente composición:
N° de 

Cargos Nombre del Cargo Grado

1 Coordinador de la UAC 12
1 Subcoordinador de la UAC 09
3 Asesor de Atención Ciudadana
3  Asistente de Atención Ciudadana 05
1 Secretaria Ejecutiva 05
1 Mensajero 01

Artículo 12. De los requisitos mínimos y las funciones de los em-
pleos de la Unidad Coordinadora de Atención Ciudadana. 

1. Coordinador Unidad Coordinadora de Atención Ciudadana
Grado 12.

a) Requisitos: Título profesional en Derecho, Economía, Adminis-
tración de Empresas o Pública, Ciencias Políticas, Gobierno y Rela-

-
dalidad de especialización, cinco (5) años de experiencia profesional, 
dos (2) años de experiencia relacionada con la actividad legislativa;

b) Funciones: 
1. Responder por el funcionamiento de la Unidad y la creación y 

ejecución de estrategias que permitan fortalecer la relación del Con-
greso de la República con los sectores interesados en acercarse a la 
Institución Legislativa.

través de la elaboración de planes de trabajo.
3. Crear estrategias y mecanismos que permitan mejorar las rela-

ciones entre el Congreso de la República y la ciudadanía.
4. Desarrollar sistemas de información y enlace con los distintos 

órganos del Congreso y entidades externas, para que la Unidad pueda 
dar respuesta veraz y oportuna a las solicitudes y propuestas de la 
población.

-
ganizaciones que se dirigen a la Unidad en busca de información o 
ayuda.

6. Apoyar a las comisiones, bancadas y congresistas en la organiza-
ción de audiencias públicas, mesas de trabajo, foros y seminarios.

7. Establecer mecanismos necesarios para trasladar a los órganos 
legislativos las opiniones e inquietudes de la población, sobre temas 
de interés para la misma o sobre otros que el Congreso requiera.

9. Las demás que le asigne la Comisión.
2. Subcoordinador Unidad Coordinadora de Atención Ciudadana

Grado 9.

a) Requisitos: Título profesional en Derecho o Relaciones Inter-
nacionales o Ciencias Políticas o Administración o Mercadeo; título 
de postgrado en la modalidad de especialización, cuatro (4) años de 
experiencia profesional y dos (2) años de experiencia relacionada;

b) Funciones:
-

ción de las actividades de la Unidad y presentación de informes.
2. Implementar sistemas de información para el trabajo de la 

Unidad.
3. Organizar las “Visitas Guiadas al Congreso”.
4. Liderar las presentaciones que la UAC programe en institucio-

nes educativas, entidades públicas o privadas y grupos organizados.
5. Coordinar el apoyo a audiencias públicas, foros y seminarios 

que adelanten las Comisiones y los Congresistas.
6. Las demás que le asigne el Coordinador de la Unidad.
3. Asesor de Atención al Usuario
a) Requisitos: Título profesional en Derecho o Relaciones Inter-

nacionales, título de postgrado en la modalidad de especialización, 
manejo de los programas de sistemas requeridos, tres (3) años de ex-
periencia profesional y dos (2) años de experiencia relacionada;

b) Funciones:
1. Asesorar a los ciudadanos en las materias que son competencia 

de la Unidad.
2. Orientar a los ciudadanos que se acerquen a la UAC y requieran 

conocer el funcionamiento del Congreso, el proceso y la actividad 
legislativa.

3. Canalizar y dar seguimiento a las solicitudes o inquietudes pre-
sentadas por la ciudadanía a la UAC y remitidas a los órganos y de-
pendencias del Congreso o a las entidades externas.

4. Dirigir adecuadamente al ciudadano cuando este requiera infor-
mación ajena al Congreso.

5. Mantener actualizada la información de las actividades que se 
realicen en el Congreso y en las comisiones que se le asignen.

6. Incentivar la participación de la sociedad en el proceso legisla-
tivo.

7. Contribuir al establecimiento de relaciones con las organizacio-
nes sociales, con las diversas instituciones del Estado y con institucio-
nes de derecho privado para poder canalizar los casos que se presen-
ten y a la vez ser el canal para recibir solicitudes de las mismas. 

las “Visitas Guiadas al Congreso” y el apoyo a audiencias públicas, 
mesas de trabajo, foros y seminarios.

9. Elaborar y actualizar bases de datos que permitan facilitar la 
atención al público.

10. Registrar en la base de datos la información sobre los ciudada-
nos atendidos.

4. Asistente de Atención al Usuario Grado 5.
a) Requisitos: Título de bachiller, manejo de los programas de sis-

temas requeridos, tres (3) años de experiencia laboral y dos (2) años 
de experiencia relacionada;

b) Funciones: 
1. Atender de manera cordial a los ciudadanos que se acerquen a 

la UAC por cualquiera de los mecanismos de consulta con los que se 
cuenta.

2. Remitir a los ciudadanos la información acordada a través de los 
mecanismos con los que se cuenta.
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3. Dirigir adecuadamente al ciudadano cuando este requiera infor-
mación ajena al Congreso.

4. Incentivar la participación de la sociedad en el proceso legis-
lativo.

5. Actualizar las bases de datos que permitan facilitar la atención 
al público. 

6. Mantener actualizada la información de las actividades que se 
realicen en el Congreso y en las comisiones que se les asignen.

7. Contribuir en las actividades que adelanta la Unidad en el marco 
de las “Visitas Guiadas al Congreso” y apoyo a audiencias públicas, 
foros y seminarios.

las “Visitas Guiadas al Congreso” y el apoyo a audiencias públicas, 
mesas de trabajo, foros y seminarios.

9. Registrar en la base de datos la información sobre los ciudada-
nos atendidos.

10. Mantener actualizada la base de datos de las dependencias del 
Congreso.

11. Desarrollar los proyectos que le sean asignados de acuerdo con 
el Plan Anual de Trabajo.

12. Las demás que le asigne el Coordinador de la UAC.
5. Secretaria Ejecutiva Grado 5.
a) Requisitos: Título de bachiller comercial, manejo de los pro-

gramas de sistemas requeridos, y dos (2) años de experiencia rela-
cionada;

b) Funciones:
1. Recibir, distribuir, tramitar y contestar la correspondencia reci-

bida en la Unidad y llevar los registros correspondientes.
2. Llevar en forma organizada y ajustados a las normas vigentes los 

archivos de la Unidad.
3. Llevar la agenda de actividades y reuniones de la Unidad.
4. Recibir y hacer las llamadas telefónicas.
5. Tramitar ante las dependencias administrativas del Congreso y 

otras entidades los requerimientos necesarios para el funcionamiento 
de la Unidad.

6. Las demás que le asigne el Coordinador de la Unidad.
6. Mensajero Grado 1.
a) Requisitos: Título de bachiller y dos (2) años de experiencia 

relacionada;
b) Funciones: 
1. Distribuir y recoger en forma oportuna la correspondencia de la 

Unidad.
2. Realizar las diligencias propias de la Unidad.
3. Las demás que le asigne el Coordinador de la Unidad.
Parágrafo. Para adelantar las “Visitas Guiadas al Congreso de la 

República” la Unidad Coordinadora de Atención Ciudadana contará 

de Enlace de la Policía Nacional ante el Congreso de la República.
Artículo 13. Sobre el personal de las Unidades Coordinadoras.

Los empleos públicos creados por la presente ley son de carrera admi-

que regule la materia. 
Parágrafo transitorio. Los empleados que actualmente estén ejer-

ciendo en comisión las funciones asignadas por esta ley a la UATL y 
la UAC conservarán los derechos que venían disfrutando en sus car-
gos y los ocuparán hasta tanto se adelanten los concursos y se provean 
los cargos en propiedad”. 

Artículo 14. Suministro de información. Las Secretarías Genera-
les y las Secretarías de las Comisiones del Senado de la República y 
la Cámara de Representantes actualizarán diariamente la información 
legislativa –estado de proyectos, actas del plenaria y comisión, au-
diencias públicas, foros, mesas de trabajo– en las páginas de internet 
del Congreso para que la Unidad de Atención Ciudadana tenga acceso 
oportuno y veraz del acontecer legislativo, de conformidad con el nu-
meral 10 del artículo 47 y el artículo 50 de la Ley 5ª de 1992.

Parágrafo 1°. La actualización en la página de Internet con la in-
formación de la actividad legislativa de las comisiones es responsabi-
lidad del Secretario de cada Comisión.

Parágrafo 2°. Los Congresistas presentarán un informe legislativo 
quince (15) días después de culminado cada período legislativo, que 
contendrá los proyectos de los cuales fueron autores y ponentes; los 
debates adelantados; audiencias públicas, foros y mesas de trabajo 
realizadas. Estos informes se colocarán en las páginas de Internet del 
Congreso y se remitirán a la Unidad de Atención Ciudadana.

Artículo 15. Partida presupuestal y emolumentos salariales. El 
Gobierno Nacional autorizará las partidas presupuestales correspon-
dientes para el cumplimiento de la presente ley.

La planta de personal de la Unidad Coordinadora de Atención Ciu-
dadana se incorpora a la planta de personal del Senado de la Repúbli-
ca.

La planta de personal de la Unidad Coordinadora de Asistencia 
Técnica Legislativa se incorpora a la planta de personal de la Cámara 
de Representantes.

Los gastos operacionales serán asumidos por el Senado de la Repú-
blica y la Cámara de Representantes por partes iguales. 

Artículo 16. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de 
su publicación y adiciona la Ley 5ª de 1992 en sus artículos 63, 369, 

En los anteriores términos rendimos el Informe de Conciliación al 
Proyecto de ley número 163 de 2005 Senado, 223 de 2007 Cáma-
ra, por la cual se adiciona la Ley 5ª de 1992 y se crean la Comisión 
Especial de Modernización y las Unidades Coordinadoras de Asis-
tencia Técnica Legislativa y Atención Ciudadana del Congreso de la 
República, y solicitamos a las plenarias del honorable Senado de la 
República y la honorable Cámara de Representantes, aprobar el texto 
conciliado propuesto.

De los honorables Senadores y Representantes,
Dilian Francisca Toro T., Samuel Arrieta Buelvas, Senadores Con-

ciliadores; William Vélez Mesa, Carlos Arturo Piedrahíta C., Repre-
sentantes a la Cámara Conciliadores.

* * *
CORRECCION AL ACTA DE CONCILIACION 

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 287 DE 2006 SENADO,
122 DE 2005 CAMARA

por medio de la cual se organiza el Sistema Nacional 
de Discapacidad y se dictan otras disposiciones.

Doctora
DILIAN FRANCISCA TORO
Presidenta del Senado de la República
E. S. M.
Doctor
ALFREDO CUELLO BAUTE
Presidente Cámara de Representantes
E. S. M.
Honorable Congreso de la República:
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-
yecto de ley en mención, una vez estudiados y concordados los textos, 
manifestamos a ustedes que acogemos el texto del proyecto aprobado 
por la honorable Plenaria del Senado de la República, en sesión del 
14 de junio de 2007, con las respectivas proposiciones presentadas y 
aprobadas. Texto que nos permitimos anexar.

Alfonso Núñez, Senador de la República; Venus Albeiro Silva, Re-
presentante a la Cámara.

CORRECCION AL TEXTO CONCILIADO AL PROYECTO 
DE LEY NUMERO 287 DE 2006 SENADO,

122 DE 2005 CAMARA
por medio de la cual se organiza el Sistema Nacional 

de Discapacidad y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia, en uso de sus facultades constituciona-

les y legales,
DECRETA:

CAPITULO I
De los principios generales

Artículo 1º. Las normas consagradas en la presente ley tienen por 
objeto impulsar la formulación e implementación de la política públi-
ca en discapacidad, en forma coordinada entre las entidades públicas 
del orden nacional, regional y local, las organizaciones de personas 

promocionar y garantizar sus derechos fundamentales, en el marco de 
los derechos humanos.

Parágrafo. La formulación de políticas macroeconómicas y secto-
riales se hará en forma articulada con los diferentes actores institu-
cionales y sociales involucrados, teniendo en cuenta la situación de la 
discapacidad en el país.

-
nes tendrán el alcance indicado a continuación de cada una de ellas:

Sistema Nacional de Discapacidad (SND): El Sistema Nacional 
de Discapacidad, SND, es el conjunto de orientaciones, normas, ac-
tividades, recursos, programas e instituciones que permiten la puesta 
en marcha de los principios generales de la discapacidad contenidos 
en esta ley.

Autonomía: Derecho de las personas con discapacidad de tomar 
sus propias decisiones y el control de las acciones que las involucran 
para una mejor calidad de vida, basada dentro de lo posible en la au-

Participación de las personas con discapacidad: Derecho de las 
personas con discapacidad de intervenir en la toma de decisiones, pla-

Situación de discapacidad. Conjunto de condiciones ambientales, 
físicas, biológicas, culturales y sociales, que pueden afectar la autono-
mía y la participación de la persona, su núcleo familiar, la comunidad 
y la población en general en cualquier momento relativo al ciclo vital, 
como resultado de las interacciones del individuo con el entorno.

Persona con discapacidad: Es aquella que tiene limitaciones o de-

social por causa de una condición de salud, o de barreras físicas, am-
bientales, culturales, sociales y del entorno cotidiano. 

de Funcionalidad, CIF.
Descentralización: Reconocimiento de la diversidad y heteroge-

neidad de las regiones y territorios locales y de sus estructuras ope-
rativas para ampliar la democracia participativa y fortalecer la auto-
nomía local, para lo cual, las entidades públicas del orden nacional y 
departamental transferirán a los municipios los recursos que hubieren 

apropiado en sus respectivos presupuestos para la ejecución de pro-
gramas y proyectos formulados de conformidad a la presente ley.

Promoción y Prevención: Conjunto de medidas encaminadas a 
reducir la probabilidad y el riesgo a una situación de discapacidad, de 
la familia y la persona de conformidad a su ciclo vital, fortaleciendo 
estilos de vida saludable, reduciendo y promoviendo la protección de 
los derechos humanos, desde el momento de la concepción hasta la 
vejez.

Equiparación de oportunidades: Conjunto de medidas orienta-
das a eliminar las barreras de acceso a oportunidades de orden físico, 
ambiental, social, económico y cultural que impiden al discapacitado 
el goce y disfrute de sus derechos.

Habilitación/rehabilitación: Conjunto de medidas encaminadas 
al logro de la máxima autonomía personal y al desarrollo de com-
petencias sociales y culturales de las personas con y en situación de 
discapacidad.

Grupos de enlace sectorial: Conformados por representantes de 
todos los Ministerios que hacen parte del Gobierno Nacional, junto 
con sus entidades adscritas y las demás entidades y organismos que se 
estime conveniente vincular. Será la instancia de enlace entre lo públi-
co y las organizaciones no gubernamentales. Deben cumplir un papel 

-
dinación del Plan en relación con aspectos de articulación sectorial, 
intrasectorial y territorial para el desarrollo, seguimiento y evaluación 
de la política de discapacidad.

Artículo 3º. Principios generales que orientan la Política Pública 
Nacional para la discapacidad:

1. Enfoque de Derechos: Enfasis en las personas y sus relaciones 
sociales a partir de la unidad entre el sujeto social y el sujeto de de-
rechos.

2. Equidad: Igualdad de oportunidades a partir de la inclusión de 
las personas con discapacidad sin ningún tipo de discriminación.

3. Solidaridad: Construcción de una cultura basada en el recono-
cimiento recíproco y la solidaridad social.

4. Coordinación: Está orientada a subordinar las políticas secto-
riales, territoriales e institucionales tanto públicas como privadas al 
cumplimiento de las metas comunes adoptadas en el marco del SND.

5. Integralidad: Orientada al desarrollo de intervenciones con en-
foque global, que abarquen los distintos aspectos biopsicosociales de 
la atención a las personas con discapacidad y sus familias, dentro de 
los componentes de la Política.

6. Corresponsabilidad Social: Tanto el Gobierno como las Or-
ganizaciones de la Sociedad Civil, OSC, gremiales, profesionales y 
de servicios, entre otras, que representan y atienden a esta población, 
participarán y asumirán compromisos para la gestión y desarrollo de 
la política pública y de las acciones que se desprenden para la aten-
ción de la discapacidad en Colombia.

7. Sostenibilidad: Busca mantener la viabilidad del SND, median-
te el fortalecimiento y la modernización institucionales y la respon-
sabilidad compartida entre el Gobierno y las Organizaciones de la 
Sociedad Civil.

Transversalidad: Entendida como la coordinación inter e intra-
sectorial de las actividades estatales y de los particulares para garanti-
zar el cumplimiento de los principios, derechos y deberes consagrados 
en la Constitución y en las leyes para las personas con y en situación 
de discapacidad.

9. Concertación:
de la diversidad de perspectivas e intereses, a través del diálogo y la 
comunicación.
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Artículo 4°. El Gobierno Nacional buscará los mecanismos nece-
sarios para garantizar el goce de los derechos en igualdad de oportu-
nidades para las personas con discapacidad.

CAPITULO II
De la Estructura del Sistema

Artículo 5°. Para garantizar en el nivel nacional y territorial la arti-
culación de las políticas, los recursos y la atención a la población con 
y en situación de discapacidad conforme los principios enumerados 
en el artículo 3° de esta ley, organízase el Sistema Nacional de Disca-
pacidad, SND, como el mecanismo de coordinación de los diferentes 
actores que intervienen en la integración social de esta población, en 

-
fuerzos, aumentar la cobertura y organizar la oferta de programas y 
servicios, promover la participación de la población fortaleciendo su 
organización, así como la de las organizaciones públicas y de la so-
ciedad civil que actúan mediante diversas estrategias de planeación, 
administración, normalización, promoción/prevención, habilitación/
rehabilitación, investigación y equiparación de oportunidades.

Artículo 6º. El Sistema Nacional de discapacidad estará integrado 
a todos los Sistemas Nacionales relacionados con el conjunto de de-
rechos y garantías de la población con y en situación de discapacidad, 
para lograr una dinámica institucional transversal.

Artículo 7°. Los Grupos de Enlace Sectorial, GES, conformados 
en el artículo 6° de la Ley 361 de 1997, actuarán como instancia téc-
nica de construcción, concertación y coordinación interinstitucional 
de planes, proyectos y programas del Consejo Nacional de Discapa-
cidad, CND, bajo la coordinación de este, a través de la Secretaría 
Técnica del mismo, con la participación de la sociedad civil de la 
discapacidad.

Parágrafo. Harán parte de estos grupos los representantes del De-
partamento Nacional de Planeación; de todos los Ministerios que 
hacen parte del Gobierno Nacional, junto con sus entidades adscri-
tas y las demás entidades y organismos que se estime conveniente 
vincular. 

-
mado por cuatro (4) niveles:

1° El Ministerio de la Protección Social o el ente que haga sus ve-
ces como el organismo rector del SND.

2° El Consejo Nacional de Discapacidad, CND, como organismo 
-

ción del Sistema y de la Política Pública Nacional de Discapacidad. 
3° Los Comités Departamentales y Distritales de Discapacidad, 

CDD, como niveles intermedios de concertación, asesoría, consolida-
ción y seguimiento de la política pública en discapacidad. 

4° Los Comités Municipales y Locales de Discapacidad –CMD o 
CLD– como niveles de deliberación, construcción y seguimiento de 
la política pública de discapacidad.

Parágrafo 1°. La instancia de coordinación y concertación inter e 
intrasectorial de las políticas de la discapacidad emanadas de los Co-
mités de Discapacidad CDD y CMD o CLD creados en los numerales 
2 y 3 de este artículo serán los respectivos Consejos Territoriales de 
Política Social, CTPS, de los cuales hará parte un representante de la 
población con o en situación de discapacidad, elegido por cada uno de 
los respectivos comités territoriales.

Parágrafo 2º. El Gobierno Nacional reglamentará la organización 
del Sistema Nacional de Discapacidad, preservando la función que 

numeral 16 de la Constitución Política. 

CAPITULO III
Del Consejo Nacional de Discapacidad y sus funciones

Artículo 9°. Organícese el Consejo Nacional de Discapacidad, 
CND, como el nivel consultor y de asesoría institucional del Sistema 
Nacional de Discapacidad, de carácter permanente, para la coordina-

-
cas públicas generales y sectoriales para el sector de la discapacidad 
en Colombia.

Artículo 10. El CND estará conformado por: 
a) Un delegado del Presidente de la República designado por este 

para tal efecto y quien lo presidirá;
b) Los Ministros o sus delegados de nivel directivo de: 
• De la Protección Social.
• Educación Nacional.
• Hacienda y Crédito Público.
• Comunicaciones.
• Transportes.
• Defensa Nacional.
• Los demás Ministros y Directivos de Entidades Nacionales o sus 

delegados;
c) El Director del Departamento Nacional de Planeación o su re-

presentante de rango directivo;
d) Seis (6) representantes de las organizaciones sin ánimo de lucro 

de personas con discapacidad, los cuales tendrán la siguiente compo-
sición:

• Un representante de las organizaciones de personas con discapa-
cidad física.

• Un representante de las organizaciones de personas con discapa-
cidad visual.

• Un representante de las organizaciones de personas con discapa-
cidad auditiva.

• Un representante de organizaciones de padres de familia de per-
sonas con discapacidad cognitiva. 

• Un representante de organizaciones de personas con discapacidad 
mental.

• Un representante de las organizaciones de personas con discapa-
cidad múltiple;

e) Un representante de personas jurídicas cuya capacidad de actua-
ción gire en torno a la atención de las personas con discapacidad;

f) Un representante de la Federación de Departamentos;
g) Un representante de la Federación de Municipios;
h) Un representante de las Instituciones Académicas de nivel su-

perior.
Parágrafo 1° Los Consejeros indicados en los literales d) y e) serán 

seleccionados por el Ministerio de la Protección Social o del ente que 
haga sus veces, a propuesta de la organización de sociedad civil de 
la discapacidad de representación nacional que los agrupe y de las 
entidades prestadoras de servicio, legalmente constituidas. Su período 
será de cuatro (4) años y podrán ser nuevamente elegidos por una sola 
vez. En caso de renuncia o de ausencia a cuatro (4) reuniones con-

nombrar su reemplazo será el mismo, por el período restante.
Parágrafo 2°. Los representantes de las organizaciones de perso-

nas con discapacidad física, visual, auditiva y mental serán personas 
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con discapacidad del sector al que representan. En el caso del repre-
sentante de las organizaciones de padres de familia de personas con 
discapacidad cognitiva, estos deberán tener por lo menos un hijo o 
un familiar dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de 

Parágrafo 3°. (Transitorio). Defínase un período de transición 
máximo de cuatro años a partir de la vigencia de la presente ley para 
que la sociedad civil de la discapacidad se organice y presente sus 
candidatos al CND al Gobierno Nacional según lo establecido en el 
presente artículo.

Parágrafo 4°. El Ministerio de la Protección Social reglamentará 
y convocará en el término de seis (6) meses a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley la elección de los nuevos integrantes del 
CND, teniendo en cuenta lo establecido en este artículo.

Parágrafo 5°. El CND se reunirá, por lo menos, una vez cada dos 
(2) meses, y podrá ser convocado en cualquier tiempo a solicitud de 
la cuarta parte de sus Consejeros.

Parágrafo 6°. El CND podrá convocar a los directivos de los entes 
públicos o privados del orden nacional que considere pertinentes a sus 
deliberaciones.

Parágrafo 7°. La asistencia a las reuniones del CND y de los Gru-
pos de Enlace Sectorial GES por parte de los representantes de las or-
ganizaciones públicas del nivel nacional serán de carácter obligatorio, 
y su incumplimiento será causal de mala conducta. 

Artículo 11. Objeto y funciones del delegado del Presidente. El 
Delegado del Presidente es de libre nombramiento y remoción de 
este. Su representante y agente directo y quien preside el Consejo 
Nacional de Discapacidad, CND. Sus funciones como Presidente del 
CND son:

1. Coordinar e integrar a través de la Secretaría Técnica las ac-
ciones de todos los miembros del CND
las políticas, objetivos, metas y estrategias del Sistema Nacional de 
Discapacidad.

2. Someter al CND todos los asuntos que requieran su concepto.
3. Actuar como interlocutor entre el CND y la Presidencia de la 

República, en desarrollo del objeto y funciones del CND, cuando sea 
necesario, atendiendo las normas vigentes sobre la materia.

4. Convocar a través de la Secretaría Técnica a las reuniones ordi-
narias y extraordinarias del CND.

5. Desempeñar aquellas funciones que no estén asignadas a otras 
instancias, relacionadas con la naturaleza del cargo y las que le asigne 
el Presidente de la República.

Artículo 12. Son funciones del Consejo Nacional de Discapacidad, 
CND:

1. Participar y asesorar el proceso para la formulación de la política 
pública para la discapacidad, en el marco de los derechos humanos.

2. Concertar las políticas generales del Sistema Nacional de Dis-
capacidad, para que sean coherentes con el Plan Nacional de Desa-
rrollo.

3. Presentar recomendaciones técnicas y las que correspondan, 
para el desarrollo de la política social a favor de las personas con al-
gún tipo de discapacidad.

marcha de las políticas, planes, estrategias y programas de interven-
ción del sector de la discapacidad.

5. Conceptuar sobre los proyectos de ley y de decretos para desa-
rrollar los principios, derechos y deberes de las personas con discapa-
cidad y la prevención de las mismas.

6. Promover la apropiación de presupuestos en las entidades na-
cionales y territoriales que conforman el Sistema, en búsqueda de ga-
rantizar los recursos necesarios para ejecutar los planes, programas y 
proyectos del Plan Nacional de Discapacidad.

7. Proponer mecanismos para la conformación, consolidación y 
puesta en marcha de los Grupos de Enlace Sectorial, GES.

-
vado, ONG y organismos internacionales para el mejoramiento de la 
calidad de vida de las personas con algún tipo de discapacidad.

9. Darse su propio reglamento.
10. Proponer los ajustes y cambios necesarios de la política pública 

y del Plan Nacional de intervención para la discapacidad.
11. Promover la difusión y el cumplimiento de las disposiciones, 

principios y derechos establecidos y reconocidos por la Constitución 
Política Nacional y las demás disposiciones legales que reglamenten 
la materia.

12. Contribuir al desarrollo de estrategias que permitan crear con-
diciones de institucionalización del tema de discapacidad, en las dife-
rentes entidades públicas y privadas, haciendo de este un tema trans-
versal a las mismas.

13. Proponer los nombres de los representantes del sector de la dis-
capacidad a los diferentes eventos internacionales, relacionados con 
este sector y conceptuar sobre los informes presentados por estos al 
Ministerio de la Protección Social.

14. Las demás que le sean asignadas por ley o que sean necesarias 
para el adecuado funcionamiento del CND.

Artículo 13. El CND tendrá una Secretaría Técnica permanente, 
a cargo del Ministerio de la Protección Social o del ente que haga 
sus veces, dotada de recurso humano debidamente especializado en el 
tema de la discapacidad y de los recursos logísticos y administrativos 
que le permitan desarrollar su labor en forma adecuada.

CAPITULO IV
De los Comités Territoriales de Discapacidad

Artículo 14. Organícese en los Departamentos y Distritos los Co-
mités de Discapacidad, CDD, como el nivel intermedio de concerta-

en marcha de la Política Pública de la Discapacidad.
Artículo 15. Organícese en los municipios y localidades distritales 

los comités de discapacidad CMD y CLD como nivel de delibera-

de las políticas, estrategias y programas que garanticen la integración 
social de las personas con y en situación de discapacidad.

Artículo 16. Los CDD, CMD o CLD, estarán conformados como 
mínimo por:

• El Gobernador o Alcalde respectivo o su representante de rango 
directivo, quien lo presidirá.

• El Secretario de Salud o su representante de rango directivo.
• El Secretario de Educación o su representante de rango directivo.
• El Secretario de Tránsito y Transporte o su representante de rango 

directivo.
• El Secretario de Desarrollo Social o su representante de rango 

directivo.
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• El Secretario o Jefe de Planeación o su representante de rango 
directivo.

• Cinco (5) representantes de las organizaciones sin ánimo de lucro 
de personas con discapacidad, los cuales tendrán la siguiente compo-
sición:

• Un representante de las organizaciones de personas con discapa-
cidad física.

• Un representante de las organizaciones de personas con discapa-
cidad visual.

• Un representante de las organizaciones de personas con discapa-
cidad auditiva.

• Un representante de las organizaciones de padres de familia de 
personas con discapacidad mental y/o cognitiva.

• Un representante de las organizaciones de personas con discapa-
cidad múltiple.

• Un representante de las personas jurídicas cuya capacidad de ac-
tuación gire en torno a la atención de las personas con discapacidad 
del correspondiente ente territorial.

Parágrafo 1°. Los cinco representantes de las organizaciones de las 
personas con discapacidad de los departamentos y distritos, serán ele-
gidos por las personas con y en situación de discapacidad que integren 
los comités municipales o locales de la respectiva división territorial.

Parágrafo 2°. Un (1) miembro representativo de las personas con 
y en situación de discapacidad del correspondiente Comité de dis-
capacidad de cada ente departamental, distrital, municipal o local, 
hará parte de los respectivos Consejos Territoriales de Política Social 
CTPS para articular la política pública de discapacidad, la cual de-
berá estar en concordancia y armonía con los Planes de Desarrollo 
Nacional, Departamental, Distrital, Municipal y Local.

Parágrafo 3°. Las entidades departamentales, distritales, municipa-
les y locales dispondrán de una instancia permanente responsable de 
la política de discapacidad y la cual ejercerá la Secretaría Técnica del 
correspondiente Comité. 

Parágrafo 4°. Las autoridades del orden departamental, distrital, 
municipal y local dispondrán de seis (6) meses a partir de la entrada 
en vigencia de la presente ley para la conformación de los Comités 
creados por este artículo.

Parágrafo 5°. El CND a través de su Secretaría Técnica reglamen-
tará, dentro de un término de seis (6) meses a partir de la vigencia de 
la presente ley, la mecánica de elección y el funcionamiento de los 
Comités Territoriales de Discapacidad creados en los artículos 14 y 
15 de este capítulo.

CAPITULO V
Disposiciones varias

Artículo 17. De conformidad con la Ley 715 de 2001 o las normas 
que hagan sus veces o la complementen, los departamentos, distritos, 
municipios y localidades, de acuerdo con sus competencias, incor-
porarán en sus planes de desarrollo sectoriales e institucionales, los 
diferentes elementos integrantes de la política pública para la discapa-
cidad y del Plan Nacional de Intervención al mismo, los adoptarán a 
su realidad y asumirán la gestión y ejecución de acciones dirigidas al 
logro de los objetivos y propósitos planteados en los componentes de 
promoción de entornos protectores y prevención de la discapacidad, 
habilitación, rehabilitación y equiparación de oportunidades.

el Día Nacional de la Discapacidad en todo el territorio nacional.

Artículo 19. La presente ley rige a partir de la fecha de promulga-
ción y deroga el artículo 6° de la Ley 361 de 1997 y demás disposi-
ciones que le sean contrarias.

* * *
INFORME DE COMISION ACCIDENTAL 

DE CONCILIACION AL PROYECTO DE LEY NUMERO 022 
DE 2005 CAMARA, 285 DE 2006 SENADO

por medio de la cual se reforma la Ley 115 de 1994 y se traslada 
una semana del calendario académico vacacional.

Bogotá, D. C. 15 de junio de 2005
Doctora:
HONORABLE SENADORA DILIAN FRANCISCA TORO 
Presidenta del honorable Senado de la República
HONORABLE SENADOR  ALFREDO CUELLO BAUTE
Presidente de la honorable Cámara de Representantes
Respetados Presidentes:
En cumplimiento de la honrosa designación que nos ha hecho las 

Mesas Directivas del honorable Senado de la República y de la ho-
norable Cámara de Representantes para conciliar las diferencias en-
tre los textos aprobados por la Plenaria de la honorable Cámara de 
Representantes, al Proyecto de ley número 022 de 2005 Cámara, 
285 de 2006 Senado,  por medio de la cual se reforma la Ley 115 de 
1994 y se traslada una semana del calendario académico vacacional,
dentro del término señalado y de conformidad con lo establecido en el 

Política, los suscritos Senadores y Representantes a la Cámara nos 
permitimos rendir el informe respectivo en los siguientes términos:

Comparados y estudiados los textos aprobados por las dos Cáma-
ras, hemos encontrado que las diferencias entre los textos se circuns-

durante el mismo en Senado de la República y en la Cámara de Re-
presentantes.

-
miten fortalecer el espíritu del proyecto de ley y, en desarrollo de los 
derechos fundamentales y esenciales que prohíja su articulado. Luego 
de un juicioso estudio y con elementos de la exposición de motivos 
de la ponencia para segundo debate, advertimos las últimas modi-

de tipo psicosocial como sociocultural para enfrentar los retos de la 
educación de cara a la globalización en consonancia con los preceptos 
constitucionales, que enriquecen los alcances del proyecto aprobado 
en la honorable Cámara de Representantes. 

Bástenos señalar que en este proyecto, por ejemplo, esta semana 
tiene alcances pedagógicos trascendentales para los educandos que 
permiten el mejoramiento de la calidad de la enseñanza y el aprendi-
zaje; cuenta con estudios sólidos que permiten precisar el alcance del 
traslado de la semana vacacional estudiantil y la semana institucional 
docente. Como de demuestra en la exposición el proyecto de ley auto-
riza al Gobierno Nacional a establecer y otorgar incentivos tributarios 

-
creación y la protección del medio ambiente, nutriendo el espíritu del 
autor del proyecto el honorable Senador Plinio Olano Becerra y de los 
ponentes del proyecto en la honorable Cámara de Representantes. 

Proposición
Bajo la potestad conferida a esta Comisión Accidental de Concilia-

ción hemos determinado que sea la aprobada en la Sesión Plenaria del 
día 14 de junio de 2007, y por las consideraciones precedentemente 
y en ejercicio de las facultades conferidas por la Ley 5ª de 1992, pre-

quede a la luz del siguiente tenor: 
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PROYECTO DE LEY NUMERO 022 DE 2005 CAMARA, 

por medio de la cual se reforma la Ley 115 de 1994 y se traslada 
una semana del calendario académico vacacional estudiantil 

y del calendario institucional docente.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º.

de 1994, el cual quedará así: 
Parágrafo 1°. El Ministerio de Educación Nacional reglamentará 

en un plazo no mayor de noventa (90) días a partir de la promulgación 
de la presente ley, los calendarios académicos vacacionales estudian-
tiles, de tal manera que se traslade una semana de vacaciones al mes 
de octubre, para mejorar la calidad de la enseñanza y el aprendizaje, 
la formación integral escolarizada y desescolarizada y, además facili-
ten el aprovechamiento del tiempo libre, la recreación en familia y el 
fortalecimiento del sector turístico. 

Artículo 2º.
de 1994, el cual quedará así: 

Parágrafo 2°. Al personal docente se le trasladará una de las tres 

período vacacional estudiantil establecido por esta ley. El personal 
docente gozará de dos días de receso durante la presente semana. 

Se autoriza al Gobierno Nacional para que implemente un Pro-
grama de Formación Permanente o Formación en Servicio para los 
docentes del sector público durante esta semana. 

Será responsabilidad de los entes privados de educación primaria, 
básica y media el ofrecer a sus docentes Programas de Formación 
Permanente o Formación en Servicio, planeación institucional o eva-
luación continuada, durante esta semana, consecuentes con el espíritu 
y el objeto de la semana institucional. 

El Ministerio de Educación Nacional reglamentará, en un plazo no 
mayor de noventa (90) días a partir de la promulgación de la presente 
ley, lo relativo a la puesta en funcionamiento de las iniciativas de que 
trata este parágrafo. 

El Gobierno Nacional promoverá en las instituciones de educación 
superior el ofrecimiento de programas de formación en servicio a los 
docentes durante el nuevo período de receso contemplado en la pre-
sente ley. 

Artículo 3º. El Gobierno Nacional podrá establecer y otorgar in-
centivos tributarios o estímulos para las empresas del sector turístico, 
trasportadores aéreos, terrestres y marítimos, hoteleros, agencias de 
viajes, operadores turísticos, restaurantes y todas las personas natu-
rales o jurídicas sujetas de inscripción en el Registro Nacional de Tu-
rismo, que ofrezcan durante esta semana tarifas de temporada baja, 

Turismo. 
Artículo 4º. Los museos, bibliotecas, espectáculos públicos, par-

-
ca, cultural, y la formación integral desescolarizada a cargo de entida-
des públicas del orden nacional, departamental o municipal otorgarán 
descuentos de mínimo el cincuenta por ciento (50%) del valor de los 
tiquetes de ingreso para los estudiantes de educación preescolar, pri-
maria, básica media y vocacional, durante esta semana.

El Gobierno Nacional a través de los Ministerios pertinentes, regla-
mentará la implementación de lo dispuesto en el presente artículo. Es 
responsabilidad de los entes territoriales asegurar su cumplimiento. 

Artículo 5º. Esta ley rige a partir de su promulgación y deroga 
todas las normas que le sean contrarias. 

A consideración de los honorables Congresistas; 
Carlos Julio González Villa, Senador de la República; Juan Carlos 

Granados, Representante a la Cámara.

T E X T O S   A P R O B A D O S   E N   C O M I S I O N 
TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE 

POR LA COMISION TERCERA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE DE LA HONORABLE CAMARA 

DE REPRESENTANTES EN SESION DEL DIA MARTES  15 
DE MAYO DE 2007 AL PROYECTO DE LEY NUMERO 065 

DE 2006 CAMARA

El Congreso de Colombia
DECRETA:

artículo 4º de la Ley 374 de 1997 quedará así:
La emisión de la estampilla cuya creación se autoriza, será por la 

suma de cien mil millones de pesos ($100.000.000.000) a valor cons-
tante a la fecha de expedición de la presente ley.

Artículo 2º. Derógase el artículo 7º de la Ley 71 de diciembre 15 

será aplicado a los proyectos de mejoramiento de fortalecimiento de 
la academia de la Universidad de La Guajira.

Artículo 4º. Esta ley rige a partir de su promulgación y deroga to-
das las disposiciones que le sean contrarias.

CAMARA DE REPRESENTANTES
COMISION TERCERA CONSTITUCIONAL PERMANENTE

(Asuntos Económicos)
Bogotá, D. C., mayo 15 de 2007.

En Sesión de la fecha y en los términos anteriores fue aprobado en 
primer debate al Proyecto de ley número 065 de 2006 Cámara, por la 

previo anuncio 
de su votación en Sesión del día 9 de mayo de 2007, (dando cumpli-

Una vez aprobado el Proyecto, el señor Presidente del la Comisión 
Tercera de la Cámara, designó como ponentes para segundo debate 
a los honorables Representantes Fabio Raúl Amín Saleme, Alfredo 
Cuello Baute y Luis Alejandro Perea Albarracín.

Lo anterior para que dicho proyecto siga su curso reglamentario en 
la plenaria de la honorable Cámara de Representantes.

Fabio Raúl Amín Saleme, Ponente Coordinador; Alfredo Cuello 
Baute, Luis Alejandro Perea Albarracín, Ponentes; Elizabeth Martí-
nez Barrera, Secretaria.

* * *
TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE 

POR LA COMISION TERCERA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE DE LA HONORABLE CAMARA 

DE REPRESENTANTES EN SESION DEL DIA MARTES 15 
DE MAYO DE 2007. AL PROYECTO DE LEY NUMERO 180 

DE 2006 CAMARA
por la cual se crea la emisión de la Estampilla Pro Universidad 

Pedagógica Nacional.
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1°. Autorízase al Concejo de Bogotá, para que ordene la 

emisión de la estampilla, “Cincuenta años de labor de la Universidad 
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Pedagógica Nacional” hasta por la suma de doscientos cincuenta mil 
millones de pesos ($250.000’000.000,00). El monto total recaudado 
se establece a precios constantes de 2006.

Parágrafo. El destino de los recursos se orientará a la construcción 
de la sede del Proyecto de Investigación Valmaría, en Bogotá, D. C.

Artículo 2°. Autorízase al Concejo Distrital de Bogotá, D. C., para 
que determine las características, tarifa y todos los demás asuntos re-
ferentes al uso obligatorio de la estampilla en actividades y operacio-
nes que se deben realizar en el Distrito Capital de Bogotá.

Parágrafo. Los acuerdos que expida el Concejo Distrital de Bogo-
tá, en desarrollo de lo dispuesto en la presente ley, serán llevados a 
conocimiento del Gobierno Nacional, a través del ministerio de Ha-
cienda y Crédito Público.

El Concejo tendrá el término de un año, a partir de la sanción de la 
presente ley, para que haga la respectiva reglamentación.

Artículo 3°. Facúltese al Concejo de Bogotá para que haga obliga-
torio el uso de la estampilla, “Cincuenta años de labor de la Universi-
dad Pedagógica Nacional”, cuya emisión por esta ley, queda a cargo 
de los funcionarios del Distrito Capital de Bogotá que intervengan en 
los actos.

Artículo 4°. La obligación de adherir y anular la estampilla, “Cin-
,

queda a cargo de los funcionarios del Distrito de Bogotá que interven-
gan en los diferentes actos y hechos económicos que sean sujetos de 
gravamen que se autoriza por la presente ley.

Artículo 5°. La tarifa contemplada en esta ley, no podrá exceder el 
dos por ciento (2%), del valor del hecho sujeto al gravamen.

Artículo 6°. La presente ley rige a partir de la fecha de su promul-
gación.

CAMARA DE REPRESENTANTES
COMISION TERCERA CONSTITUCIONAL PERMANENTE

(Asuntos Económicos)
Bogotá, D. C., mayo 15 de 2007
En Sesión de la fecha y en los términos anteriores fue aprobado en 

por la 
cual se crea la emisión de la Estampilla Pro Universidad Pedagógica 
Nacional, previo anuncio de su votación en Sesión del día 9 de mayo 

de 2003).
Una vez aprobado el proyecto, el Presidente de la Comisión Ter-

cera de la Cámara, designó como ponentes para segundo debate a 
los honorables Representantes Luis Enrique Salas Moisés, Omar de 
Jesús Flórez, René Rodrigo Garzón, Angel Custodio Cabrera Báez y 
Fernando Tamayo Tamayo.

Lo anterior para que dicho proyecto siga su curso reglamentario en 
la Plenaria de la honorable Cámara de Representantes.

Enrique Emilio Angel Barco, Representante a la Cámara por el de-
partamento de Caldas, Ponente Coordinador; Omar de Jesús Flórez 
Vélez, Representante a la Cámara por el departamento de Antioquia, 
Ponente; René Rodrigo Garzón Martínez, Representante a la Cámara 
por el departamento de Santander, Ponente; Luis Enrique Salas Moi-
sés, Representante a la Cámara por Bogotá, D. C., Ponente; Bernardo 
Miguel Elías Vidal, Presidente; Elizabeth Martínez Barrera, Secreta-
ria General.
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